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Introducción 
 
El presente trabajo tiene como objetivo el estudio de las cláusulas abusivas en los contratos de préstamo 
con garantía hipotecaria. 
 
Con la publicación de las conclusiones de la Abogado General Sra. Juliane Kokott del caso Aziz el 8 de 
noviembre de 2012, se planteó en nuestro ordenamiento jurídico la duda sobre una institución avalada por 
el Tribunal Constitucional y cuyas consecuencias eran inciertas: el procedimiento de ejecución 
hipotecario a la luz de la posible incorporación en el contrato que le es fundamento de cláusulas abusivas. 
 
Para analizar la eventual concurrencia de cláusulas abusivas empezamos por su régimen general exigido 
por la normativa comunitaria y adoptado por nuestro Legislador nacional. En este estudio se procede a  
analizar qué son las cláusulas abusivas, porqué surge su regulación, cómo se declara una cláusula como 
abusiva, cuáles son los efectos de dicha declaración y cómo se garantiza la eficacia de dicha normativa 
(judicial y extrajudicialmente). 
 
Tras la parte normativa hemos entrado en una casuística referente a las cláusulas abusivas utilizadas en 
los contratos de préstamo hipotecario. No podemos negar que en la realidad práctica el clausulado 
contractual es muy variado y resulta imposible analizar todas las cláusulas que las entidades financieras 
están utilizando en estos momentos. En dicho trabajo hemos analizado las cláusulas que son las más 
utilizadas o que plantean duda sobre su abusividad tras un análisis de la jurisprudencia y doctrina 
incorporada en este trabajo. 
 
Meses después de las conclusiones de la Abogado General llegó la sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea del caso Aziz, el 14 de marzo de 2013, que aun pudiendo intuir su resolución, no podemos 
negar que en diversas ocasiones el Abogado General en sus conclusiones ha llegado más lejos de lo que 
estaban dispuestos los jueces del tribunal (siendo un ejemplo conocido  el caso GIE groupe Concorde en 
relación con el artículo 5 del Convenio de Bruselas). 
 
Como último elemento de este trabajo se ha comentado la sentencia del Tribunal de Justicia de caso Aziz. 
En este capítulo hemos intentado analizar el contenido de dicha sentencia y sus posibles efectos en el 
proceso de ejecución hipotecaria. Para ello nos hemos visto obligados tratar de un modo general el 
derecho comunitario que afecta al caso, como son el valor de las Directivas comunitarias y su efecto 
directo; la eficacia retroactiva de las sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sobre 
cuestiones prejudiciales; la noción amplia de Estado y su responsabilidad patrimonial por la incorrecta 
transposición por el Estado de la Directiva 93/13/CEE. Tras ello podemos exponer los posibles efectos de 
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la sentencia, pero no sabremos los reales efectos para los particulares hasta observar como lo entiende el 
Legislador, la jurisprudencia y también la doctrina. 
 
Hemos intentado mantener este trabajo actualizado hasta el último momento con las resoluciones y 
opiniones que se han ido sucediendo sobre el tema. 
 
Este trabajo, sin mayores pretensiones, busca permitir a su autor esclarecer las ideas con la finalidad de 
comprender la problemática generada, constituyendo uno de tantos otros trabajos, obras y artículos 
escritos sobre las cláusulas abusivas y la jurisprudencia del Alto Tribunal Comunitario. 
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Capítulo 1.- Cláusulas abusivas 
  
A - Concepto de cláusulas abusivas 
La Directiva 93/13/CEE1, prevista para contratos entre consumidores y profesionales dispone que si las 
cláusulas no negociadas son contrarias a la buena fe y generan un desequilibrio en los derechos y 
obligaciones de las partes en perjuicio de los consumidores serán consideradas abusivas. Es 
imprescindible para iniciar este trabajo correctamente fijarnos en el contenido preciso de la Directiva que 
en su artículo 3.2 «considera que una cláusula no se ha negociada individualmente cuando haya sido 
redactada previamente y el consumidor no haya podido influir en su contenido, en particular en los 
contratos de adhesión». En su artículo 4.2 establece que «la apreciación del carácter abusivo de una 
cláusula no se referirá a la definición del objeto principal del contrato ni a la adecuación entre precio y 
retribución por una parte, ni a los servicios o bienes que hayan de proporcionarse como contrapartida; por 
otra parte, siempre que dicha cláusula se redacte de forma clara y comprensible». Estableciendo que los 
Estados miembros garantizarán la no vinculación de los consumidores por la cláusula abusiva  
(artículo 6.1). 
La incorporación de la Directiva 93/13/CEE fue realizada por el Legislador español en la Ley 7/1998 de 
Condiciones Generales de la Contratación2. Son condiciones generales de la contratación aquellos 
clausulados que el empresario redacta para incorporarlos en una pluralidad de contratos, pudiendo ser el 
adherente un profesional o un consumidor. Nuestro Legislador estableció una protección formal 
requiriendo que el adherente hubiera tenido acceso a las condiciones antes de contratar y que su redacción 
fuera inteligible (clara, comprensible,…), no controlando su contenido. Si no cumplía dichos requisitos 
las condiciones o cláusulas se tendrían por no incorporadas al contrato. 
El régimen de las cláusulas abusivas actualmente se encuentra en la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios3. Se ha prescindido de si son condiciones generales de la contratación, 
pidiéndose que sean cláusulas no negociadas (las condiciones generales de la contratación son siempre 
cláusulas no negociadas). Este articulado tan solo se aplica a los contratos con consumidores (sean 
personas físicas o jurídicas como lo reconoce nuestra legislación4). 
Podemos observar como la TRLGDCU recoge requisitos formales y materiales. Los formales son la 
accesibilidad previa, la claridad, la comprensibilidad, la sencillez,… y los materiales son la “buena fe” i el 
“justo equilibrio entre los derechos y las obligaciones de las partes”; dos conceptos jurídicos 
indeterminados. Y tan solo cuando el perjudicado sea el consumidor, cuestión que merece una precisión 
                                                 
1 Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados 
con consumidores (en adelante, Directiva 93/13/CEE). 
2 Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la contratación (en adelante, LCGC). 
3 Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras Leyes complementarias. Artículos 80 y ss (en adelante, 
TRLGDCU). 
4 Artículo 3 del TRLGDCU: «A efectos de esta norma y sin perjuicio de lo dispuesto expresamente en sus libros 
tercero y cuarto, son consumidores o usuarios las personas físicas o jurídicas que actúan en un ámbito ajeno a una 
actividad empresarial o profesional.». 
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dado que la doctrina ha entendido que «un perjuicio que todavía no se ha producido no es tal»5, no se  
causare tal perjuicio a los consumidores hasta ser efectiva la cláusula, tan solo observable a posteriori, 
contrario a que la cláusula es nula de pleno derecho. Por lo expuesto consideramos que se debe entender 
lo dispuesto en la Ley en el sentido de que la cláusula será abusiva si de la subsistencia de la cláusula 
eventualmente se producirá un perjuicio para el consumidor y se cumplen los otros requisitos. 
Podemos tomar como definición de las cláusulas abusivas la legal6, reelaborada por Serra Rodríguez 
partiendo de ésta pero mejorando su redacción, que las entendió como «todas aquellas estipulaciones no 
negociadas individualmente que en contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del 
consumidor, un desequilibro importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del 
contrato»7; por lo que «debe reunir los siguientes requisitos: que se trate de un contrato celebrado con un 
consumidor, que se trate de estipulaciones no negociadas individualmente, que sean contrarias a la buena 
fe y que produzcan un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones derivados del contrato»8. 
En este punto, es importante añadir que el Legislador catalán en la aprobación del Código de consumo9 
incorpora unas breves referencias a cláusulas abusivas. En el artículo 112-2 del CCon incorpora el 
fundamento de las cláusulas abusivas «la relación de consumo debe basarse en la buena fe y el justo 
equilibrio de las posiciones jurídicas». La diferencia fundamental entre el Legislador español y el catalán 
la observo en la inclusión del uso de cláusulas abusivas entre las infracciones graves por incumplimiento 
de las obligaciones o prohibiciones de los profesionales que podrá conllevar sanciones de entre 10.001 a 
100.000€ o hasta la cinco veces el valor de la prestación o bien objeto de la infracción.10  
 
B - Principios generales del derecho afectos a las cláusulas abusivas  
Partiendo de la idea que «la declaración de voluntad es el acto jurídico en el cual la conducta humana 
consiste en la exteriorización de un querer»11 y entendiendo nuestro ordenamiento que «el orden más 
adecuado para las relaciones privadas entre los individuos es el que ellos mismos establezcan en armonía 
con su modo de concebir sus necesidades y con sus peculiares aspiraciones y maneras de pensar»12,  se 
otorgó en el ámbito de la contratación gran margen que restó plasmado en el artículo 1255 de CC13. 
Excepcionalmente se han establecido límites que en la práctica han reducido enormemente el alcance de 
dicho principio (arrendamientos rústicos y urbanos, establecimiento de precios públicos,…). Albaladejo 
                                                 
5 QUIÑONERO CERVANTES, Enrique; “Las cláusulas abusivas”. En HERRERA CAMPOS, Ramón (editor) 
“Homenaje al profesor Bernardo Moreno Quesada”; Granada: Universidad de Granada y Jaén: Universidad de 
Jaén, 2000, p.1486. 
6 Artículo 82.1 del TRLGDCU. 
7 SERRA RODRÍGEZ, Adela; “Condiciones generales de la contratación y cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados con consumidores”. En REYES LÓPEZ, María José (Coord.), et al.; “Derecho privado de consumo”; 
Valencia: Tirant lo Blanch, 2005, p.340. 
8 AVILÉS GARCÍA, Javier; “Cláusulas abusivas, buena fe y reformas del derecho de la contratación en España”. 
En Revista Crítica de Derecho Inmobiliario; núm. 648, Septiembre - Octubre 1998, p. 1548. 
9 Ley 22/2010, de 20 de julio, del Código de Consumo de Cataluña (en adelante, CCon). 
10 Resultado de aplicar los artículos 331-5, 323-3 y 333-1.b) del CCon. 
11 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho Civil I: Introducción y parte general” (10ª ed.); Madrid : EDISOFER,S.L., 
2009, p. 521. 
12 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho Civil I: Introducción y parte general” (10ª ed.); ob. cit., p. 524. 
13 Código Civil Español (en adelante, CC). 
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observa que se ha limitado dicho principio en sus tres aspectos: la libertad de celebración de contratos 
(hay contratos cuya celebración es obligatoria; por ejemplo el seguro obligatorio de responsabilidad civil 
por vehículos motor); la libertad de regulación de los contratos (la ley establece imperativamente las 
obligaciones de las partes que celebran el contrato, por ejemplo el contenido del seguro obligatorio de 
responsabilidad civil por vehículos motor está detalladamente previsto en la Ley de Responsabilidad civil 
y seguro en la circulación de vehículo a motor14) y la libertad de entablar o no relaciones obligatorias 
(surgen obligaciones por disposición del poder público y no de los interesados en el contrato). Por su 
parte Xavier O’Callaghan ha entendido que dicho principio se debe observar desde dos perspectivas. En 
primer lugar, la libertad de contratar, que entiende a la par con Albaladejo como la libertad de las partes 
de celebrar o no determinado contrato; y, en segundo lugar, la libertad contractual, es decir, que las partes 
puedan constituir el contenido del contrato15. Admitiendo los límites previstos por la Ley (que entiende 
excepcionales y concretos, por ejemplo los contratos restringidos, forzosos, necesarios y la moral, el 
orden público, el abuso de derecho,…), observa unos límites contractuales a la autonomía de la voluntad, 
es decir, unos limites extraordinarios que se producen sobre una parte – adherente – por la más fuerte – 
predisponente – en los contratos de adhesión; permitiéndonos definir entonces las condiciones generales 
de la contratación y los contratos de adhesión como «cláusulas contractuales porque integran el contrato, 
cláusulas predispuestas porque son redactadas antes de la perfección del contrato y cláusulas imperativas 
porque se presentan al contratante sin darle lugar a negociación o discusión»16. Ante estos límites a la 
autonomía de la voluntad, el Legislador ha reaccionado superando los principios de interpretación 
(principio contra proferentem17) y la prohibición del abuso de derecho, que la sostenían para articular una 
legislación sobre la materia con el fin de garantizar la autonomía de la voluntad de ambas partes 
(restableciendo cierto grado de equilibrio entre las partes). Pero hay que ser moderado y cuidadoso dado 
que «los afanes protectores pueden llegar hasta la peligrosa limitación de la autonomía de la voluntad, ya 
que el contrato con un contenido necesario impuesto por el Legislador con carácter previo, está 
restringido a excepcionales casos justificados por la preservación del interés general –  y no – del interés 
individualizado del consumidor»18. 
 
1. Principio «buena fe» 
La cláusula abusiva para ser nula debe ser contraria a la buena fe. 
Dada la rigurosa destilación de la doctrina realizada por Avilés García adoptamos su punto de vista. 
Dicho autor establece una clasificación en tres grupos distintos de los sentidos que de la buena fe pueden 
                                                 
14 Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor (en adelante, TRLRCSCVM). 
15 O’CALLAGHAN, Xavier; “Las condiciones generales de los contratos y las cláusulas abusivas”. En HERRERA 
CAMPOS, Ramón (editor) “Homenaje al profesor Bernardo Moreno Quesada”; Granada: Universidad de Granada 
y Jaén: Universidad de Jaén, 2000, p.1261. 
16 O’CALLAGHAN, Xavier; “Las condiciones generales de los contratos y las cláusulas abusivas”; ob. cit., p.1262. 
17 DIEZ-PICAZO Y PONCE DE LEON, Luís (ponente general); ABASCAL ZAMORA, José María; ANIBAL 
ALTERINI, Atilo; et al.; “Las Condiciones generales de la contratación y cláusulas abusivas”; Madrid : Civitas, 
1996, p. 39. 
18 QUIÑONERO CERVANTES, Enrique; “Las cláusulas abusivas”; cit. p.1488. 
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extraerse de los textos legales positivos: el primero como la ignorancia de la lesión que se ocasiona en un 
interés de otra persona que se halla tutelado por el Derecho; el segundo como la confianza en una 
situación jurídica que permite, en un negocio jurídico de disposición, creer al atributario en la 
legitimación y poder del disponente (la apariencia jurídica); y en último lugar como la rectitud y honradez 
en el trato a la que deben atenerse las partes en el desenvolvimiento de las relaciones jurídicas y en la 
celebración, interpretación y ejecución de los negocios jurídicos. Llegando a la conclusión que «la buena 
fe, objetivamente considerada, es una conducta, esto es, la actitud adoptada por la persona dentro de la 
relación jurídica o dentro del tráfico jurídico; una conducta que revela la posición moral de la persona 
respecto a una situación»19. 
Podríamos entender que dicho principio no aporta peculiaridad alguna o mayor limitación a la autonomía 
de la voluntad que la general, dado que «para hallar la mala fe el juez debe hacer una valoración moral del 
contrato o de la cláusula en cuestión, valoración que procede de todo negocio jurídico por imposición de 
los artículos 7 y 1258 del CC»20. Pero el profesor Avilés García entiende la necesidad de alejarse de la 
definición dogmática y general para hacerla aplicable al caso concreto y como criterio de las cláusulas 
abusivas que le lleva a otro problema que «es imposible determinar a priori un eventual elenco de deberes 
concretos que formen parte del comportamiento acorde a la buena fe, puesto que esto iría además en 
detrimento de algo fundamental que se persigue con esta exigencia ética y que cuadra perfectamente, 
como se ha dicho, con su carácter de principio general del Derecho: contemplar cada acto de ejercicio de 
los derechos o del cumplimiento de las obligaciones en su singularidad, según la concreta expectativa que 
se haya generado en el sujeto pasivo, y en relación directa con la especialidad de la relación jurídica 
existente entre él y el sujeto activo»21. 
La virtud de nuestro sistema comunitario es la existencia de un Tribunal superior que garantiza la 
interpretación de dichas instituciones jurídicas, quien la ha entendido como la razonabilidad de la cláusula 
en una negociación individual22. 
 
2. Principio «justo equilibrio de las contraprestaciones» 
Mientras parte de la doctrina considera que la previsión legal de la LGDCU23 según la cual  se entendía 
por cláusulas abusivas «las que perjudiquen de manera desproporcionada o no equitativa al consumidor, o 
comporten en el contrato una posición de desequilibrio entre los derechos y las obligaciones de las partes 
                                                 
19 AVILÉS GARCÍA, Javier; “Cláusulas abusivas, buena fe y reformas del derecho de la contratación en España”. 
cit. p. 1553. 
20 QUIÑONERO CERVANTES, Enrique; “Las cláusulas abusivas”; ob. cit., p.1487. 
21 AVILÉS GARCÍA, Javier; “Cláusulas abusivas, buena fe y reformas del derecho de la contratación en España”; 
cit. p. 1560 y 1561. 
22 STJUE 14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, caso Aziz «[69] En lo que se refiere a la cuestión de en qué 
circunstancias se causa ese desequilibrio «pese a las exigencias de la buena fe», debe señalarse que, en atención al 
decimosexto considerando de la Directiva y tal como indicó en esencia la Abogado General en el punto 74 de sus 
conclusiones, el juez nacional debe comprobar a tal efecto si el profesional podía estimar razonablemente que, 
tratando de manera leal y equitativa con el consumidor, éste aceptaría una cláusula de ese tipo en el marco de una 
negociación individual». 
23 Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (en adelante, LGDCU); hoy 
derogada por el TRLGDCU. 
 17
en perjuicio de los consumidores o usuarios»24 constituía la necesidad de concurrencia de ambas 
circunstancias individualizadas y claramente diferenciadas, otra parte de la doctrina entendía lo contrario. 
Ambas opiniones doctrinales son conformes al derecho comunitario por ser la Directiva de mínimos. 
Entre los autores que defienden que la concurrencia de tan solo una conllevara la declaración de la 
cláusula como abusiva destaco Quiñonero Cervantes. Este autor entendía que de la definición del 
Legislador surgía un elemento esencial, «basta con que el perjuicio se pueda apreciar aunque sea mínimo 
para que el juez tenga facultad moderadora»25. Dicha afirmación realizada en un momento en que se 
consideraba básica la integración posterior por el juez del contrato conforme al artículo 1258 CC, hoy 
podría conllevar grandes problemas tras la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea26 en el 
caso Calderón27 que establece la no integración del contrato debiendo restar este incompleto; por lo que 
quizás seria más conveniente la segunda eventual interpretación, prosigue el autor, «cabria entender el 
término “apreciable” precisamente referido a la importancia del perjuicio, desde un punto de vista 
económico y de detrimento de la igualdad entre las partes». En nuestra opinión, para resolver dicha 
discusión es donde entraría en juego la nueva definición de cláusulas abusivas y la expresión de nuestro 
Legislador «causen un desequilibrio importante» que deberá ser interpretado conforme a lo establecido 
por el Legislador y el Alto Tribunal Comunitario, que es la misma que la contenida en la Directiva 
93/13/CEE. 
El Tribunal de Luxemburgo ha establecido que «el sistema de protección establecido por la Directiva se 
basa en la idea de que el consumidor se halla en situación de inferioridad respecto al profesional, en lo 
referido tanto a la capacidad de negociación como al nivel de información, situación que le lleva a 
adherirse a las condiciones redactadas de antemano por el profesional sin poder influir en el contenido de 
éstas. Esta situación de desequilibrio entre el consumidor y el profesional sólo puede compensarse 
mediante una intervención positiva, ajena a las partes del contrato»28. Y añade que «se trata de una 
disposición imperativa que trata de reemplazar el equilibrio formal que el contrato establece entre los 
derechos y obligaciones de las partes por un equilibrio real que pueda restablecer la igualdad entre 
éstas»29. 
Podemos observar como nuestro Tribunal Comunitario ha establecido que la buena fe y el justo equilibrio 
de las contraprestaciones no son dos requisitos que se adicionen en pie de igualdad; al contrario, tras 
                                                 
24 Artículo 10.3 de la LGDCU. 
25 QUIÑONERO CERVANTES, Enrique; “Las cláusulas abusivas”; ob. cit., p.1490. 
26 Consideramos importante que nuestro Tribunal Supremo comunitario, conforme a las vicisitudes de la unión y la 
sucesión de tratados ha visto su nombre modificado. En este trabajo trataremos sentencias de este tribunal y será 
citadas en adelante como STJUE, STJCEE y STJCE.  
27 STJUE de 14 de junio de 2012,  asunto nº 618/10, caso Calderón (también conocido por caso Banco Español de 
Crédito). 
28 STJUE 26 de octubre de 2006, asunto nº 168/05, caso Mostaza Calvo [25 y 26]. 
29 STJUE 26 de octubre de 2006, asunto nº 168/05, caso Mostaza Calvo [36] y reiterado en las SSTJUE 6 de octubre 
de 2009, nº 40/08, caso Asturcom Telecomunicaciones [30], 9 de noviembre de 2010, nº 127/08, caso VB Pénzügyi 
Lízing [47] y 15 de marzo de 2012, asunto nº 453/10 , caso Pereničová y Perenič [28] entre otras. 
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observar que se produce un desequilibrio importante de las contraprestaciones examina el principio de la 
buena fe, restando ciertamente subordinado al desequilibrio importante30. 
 
C - Tipo de cláusulas abusivas establecidas por el Legislador español (6)  
Nuestro Legislador con el objetivo de garantizar el cese del uso de ciertas cláusulas que considera 
abusivas ha enumerado, en los artículos 85 a 90 del Texto Refundido de la Ley General de Defensa de 
Consumidores y Usuarios, un conjunto de cláusulas que considera abusivas, lista que debemos considerar 
numerus apertus. Podemos encontrar dicho elenco dividido entre los artículos 85 a 90 del TRLGDCU que 
incorpora el listado del anexo de la Directiva 93/13/CEE, donde la Comisión ha incorporado una lista de 
cláusulas que pueden ser declaradas abusivas (lista gris), pero nuestro Legislador sobrepasa al 
comunitario de 17 a 38 cláusulas que son abusivas (lista negra). Podemos así observar que nuestro 
Legislador ha establecido para determinar la abusividad de una cláusula, una definición general, una 
definición especifica que inicia los artículos 85 a 90 y que se debe entender numerus apertus y una 
relación concreta de cláusulas que considera abusivas, que tampoco es exhaustiva, por lo que se debe 
entender también numerus apertus. 
Antes de proseguir, consideramos imprescindible detenernos un momento para exponer qué es la lista gris  
y la lista negra. Estas listas consisten en una enumeración casuística de cláusulas numerus apertus que en 
ciertos casos requieren de concreción para su aplicación debido a su forma abstracta y en la que se 
incluyen cláusulas que han sido o están siendo utilizadas por profesionales en la contratación con 
consumidores. La lista gris se encuentra prevista en el anexo de la Directiva 93/13/CEE mientras que la 
lista negra en los artículos 85 a 91 del TRLGDCU (artículo 10.1.c de la LGDCU). En la doctrina 
podemos observar una interpretación discordante de dicha dicotomía. Ciertos autores consideran que la 
lista gris, prevista por el Legislador comunitario, suponen una presunción de ineficaces, invirtiendo la 
carga de la prueba para quien alegare la no abusividad y suponiendo una presunción de abusividad, 
mientras que la lista negra es una lista de cláusulas que se reputarán abusivas automáticamente31. Por el 
contrario, otros autores entienden que la diferencia de denominación sirve para mostrarnos su diferente 
efecto jurídico, es decir, la lista gris es una lista de cláusula que el Legislador comunitario ha entendido 
que pueden o podrían ser abusivas mientras que la lista negra contiene un listado de cláusulas abusivas 
que el Legislador ha entendido abusivas, que son nulas de pleno derecho, sin necesidad de declaración 
judicial (aun que puede ser necesaria si se discutiera su inclusión en ellas)32. En nuestra opinión la 
primera es la que se adecuaría mejor a realidad histórica y jurídica de este elenco de cláusulas, pero no 
podemos obviar que nuestro Legislador en la lista negra ha incorporado cláusulas abiertas o enunciados, 
                                                 
30 Siendo un ejemplo de ello la STJUE 14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, caso Aziz. 
31 CLAVERÍA GOSÁLBEZ, Luís Humberto; “Condiciones generales y cláusulas contractuales impuestas”; 
Barcelona: Bosch, 2008, pp. 17-19. 
32 O’CALLAGHAN, Xavier; “Las condiciones generales de los contratos y las cláusulas abusivas”; ob. cit., p.1376. 
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surgiendo el problema de si requerirán que el jurisprudente la declare dentro estos términos o si deben 
superar la definición general de cláusula abusiva33. 
 
1. Cláusulas abusivas por vincular el contrato a la voluntad del empresario 
El Legislador español ha establecido como cláusulas abusivas aquellas que vinculen el contrato a la 
voluntad del empresario en el artículo 85 del TRLGDCU. Dicha calificación se basa en su contenido, la 
validez de la cláusula conllevaría dejar al arbitrio de una de las partes la eficacia del contrato, supuesto 
expresamente prohibido e imperativamente por el artículo 1256 del CC. Destacaré el punto 3º en el que se 
establece que serán nulas las cláusulas que permitan al profesional rescindir el contrato de duración 
indefinida salvo que concurra motivo valido establecido en el contrato. Dicha excepción se ve reforzada 
en los contratos de servicios financieros en los párrafos segundo y tercero estableciendo la eventual 
modificación o rescisión siempre que previa o inmediatamente lo notifique a los contratantes quienes 
pueden rescindir el contrato inmediatamente y sin penalización. Consideramos que ambos párrafos se 
encuentran redactados de manera poco clara y deberían acercarse más a la redacción comunitaria que 
resulta más nítida34. Además, la facultad de interpretación por el empresario comportará la contravención 
del artículo 1288 del CC regla contra stipulatorem35, así como el principio de interpretación de los 
contratos con consumidores favor consumitoris36 establecido en el derecho comunitario.  El punto 6º lo 
trataré con mayor profundidad en el apartado de los intereses de demora abusivos en los contratos 
hipotecarios del capítulo II. En el punto 9º observamos un tipo de cláusulas que se califican, dado el 
contenido imprevisible o contrario a lo realizado antes del contrato, como cláusulas sorprendentes. Las 
cláusulas sorprendentes son «cláusulas en el contrato tan insólitas que el adherente no puede contar 
razonablemente con su existencia, contradiciendo las expectativas que de manera razonable se hubieran 
podido hacer el adherente atendiendo al tipo de contrato celebrado»37, siendo contrarias a la buena fe. En 
la Ley de condiciones generales de la contratación alemana de 1976 las Überraschende Klausen 
(cláusulas sorprendentes) se expulsaban del contrato38. Dentro de este listado encontraremos más 
cláusulas sorprendentes por lo que me remitiré a esta explicación. Ya en el último punto de este artículo, 
                                                 
33 CLAVERÍA GOSÁLBEZ, Luís Humberto; “Condiciones generales y cláusulas contractuales impuestas”; ob. cit., 
pp. 53 y 62, decantándose por esta segunda. 
34 He acudido al anexo de la Directiva 93/13/CEE para poder entender los párrafos segundo y tercero del artículo 
85.3 del TRLGDCU. 
35 El principio Contra estipulatorem lo podemos entender en el sentido de que la interpretación de las cláusulas 
obscuras no puede favorecer al que ocasionare la oscuridad. DIEZ-PICAZO Y PONCE DE LEON, Luís (ponente 
general); ABASCAL ZAMORA, José María; ANIBAL ALTERINI, Atilo; et al.; “Las Condiciones generales de la 
contratación y cláusulas abusivas”; ob. cit., p. 39. Y CLAVERÍA GOSÁLBEZ, Luís Humberto; “Condiciones 
generales y cláusulas contractuales impuestas”; ob. cit., p. 21. 
36 “favor consumitoris” es la denominación que hemos considerado más correcta, pero la doctrina utiliza otras como 
“pro consumitore”, adoptada BLANCO PÉREZ-RUBIO, Lourdes; “La posible eficacia directa horizontal de la 
Directiva 93/13 sobre cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores (A propósito de las 
Sentencias del Tribunal Supremo de 8 y 20 de noviembre de 1996)”. Disponible en el sitio web 
“http://www.consumo-inc.gob.es/publicac/EC/1997/EC41/EC41_02.pdf”; p. 15. 
37 PARDO GATO, José Ricardo; “Las cláusulas abusivas en los contratos de adhesión”; Madrid : Difusa, 2004, 
pp. 166 – 167. 
38 CLAVERÍA GOSÁLBEZ, Luís Humberto; “Condiciones generales y cláusulas contractuales impuestas”; ob. cit., 
p. 18. 
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punto 11º, se establece una cláusula cuya validez supondría sustraer de la actividad jurisdiccional la 
facultad de valorar si hay cumplimiento correcto, cumplimiento con vicios aparentes, cumplimiento con 
vicios ocultos o incumplimiento; suponiendo un grave perjuicio para el consumidor quien podría verse 
privado de sus derechos a voluntad del empresario vulnerando el precepto 1256 CC, así como el principio 
general de que “las cosas son lo que son y no lo que  [las partes] dicen que son”. 
 
2. Cláusulas abusivas por limitar los derechos básicos del consumidor y usuario 
El Legislador estatal las ha establecido en el artículo 86 del TRLGDCU. A la par con las cláusulas que 
vinculan el contrato a la voluntad del empresario (tratadas en el apartado anterior), las cláusulas abusivas 
por limitar los derechos básicos de los consumidores y usuarios también encuentran su fundamento en 
normas imperativas de nuestro ordenamiento: los derechos básicos de los consumidores recogidos en el 
mismo TRLGDCU. Además de dichos derechos básicos de los consumidores debemos entender 
recogidos aquellos derechos básicos de todo contratante, debiéndose respetar también las normas 
imperativas del CC. En nuestra opinión, la relación entre dichos derechos y los puntos del artículo 86 del 
TRLGDCU son: los puntos 1º y el 2º con los artículos 114, 116 y 117.2º del TRLGDCU que recogen la 
obligación del vendedor de entregar una cosa conforme con el objeto del contrato, los derechos de los 
consumidores que a esta entrega se adicionan y las acciones que de ellas se derive; el punto 3º con los 
artículos 1205 y 1206 a sensu contrario del CC que recogen perduración de la vinculación del deudor en 
la cesión del contrato sin el consentimiento del acreedor, el 4º con los artículos 1195 a 1202 CC que 
recogen la compensación, el 5º con los artículos 118 y 121 del TRLGDCU que recoge la eventual acción 
de resolución del contrato como remedio ante el incumplimiento o cumplimiento defectuoso del 
empresario (ciertos ordenamientos han establecido como consecuencia directa de incumplimiento 
contractual del empresario en contratos con consumidores39 y que en España es subsidiario40); el 6º con el 
artículo 63 del TRLGDCU que recoge la exigencia de la documentación acreditativa de la operación 
realizada, especialmente del pago realizado por el consumidor; y el 7º establece una cláusula abierta de 
renuncia de cualquier otro derecho del consumidor, dado que se deberá llenar de contenido por los 
tribunales no cabría su revisión por notarios y registradores, por lo que su incorporación en dicha lista 
negra es innecesario. La cuestión sobre la revisión de las cláusulas abusivas por registradores y notarios la 
trataré más adelante en este trabajo41. 
 
3. Cláusulas abusivas por falta de reciprocidad 
La reciprocidad de las prestaciones se incorpora en la Directiva 93/13/CEE en su artículo 3. La Directiva 
entiende la reciprocidad como el equilibrio entre las contraprestaciones establecidas en el contrato a sensu 
                                                 
39 Ley del Reino Unido de transposición de la Directiva 93/13/CEE – Primera transposición: The Unfair Terms in 
Consumer Contracts Regulations 1994. Statutory Instruments number 3159 of 1994 Texto vigente: Consumer 
Protection : the Unfair terms in Consumer Contracts Regulations 1999. Statutory instruments, 22/07/1999, n° 2083. 
SG(99)A/11410. 
40 En los artículos 118 y 121 del TRLGDCU. 
41 Expuesto en el epígrafe “Procedimiento para la declaración de cláusula abusiva – La revisión por registradores y 
notarios” del primer capítulo  de este trabajo (p.24). 
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contrario prohibiendo el desequilibrio. Se encuentra establecidas en el artículo 87 del TRLGDCU un 
conjunto de cláusulas que el Legislador consideran que causan un desequilibrio entre las partes. Resulta 
importante señalar que como lista numerus apertus y dado que el Legislador al trasponer la Directiva no 
incorporó la disposición que impide a los tribunales examinar el equilibrio entre el precio a pagar por el 
consumidor y el bien o servicio prestado por el profesional42, los tribunales podrían entrar a valorarlo y no 
estaríamos incumpliendo el derecho comunitario por ser la Directiva de mínimos. Estas cláusulas serán 
revisables si son genuinas cláusulas abusivas por lo que tan solo serán nulas cuando estén incorporados en 
contratos con consumidores y cumplan sus requisitos. El punto 3º presenta una superposición con el 
punto 5º del artículo 85 por lo que deberemos observar si la interpretación que se hace de este conlleva 
salvar la nulidad de la cláusula que concurre en el punto 5 del artículo 85 si se reconoce el mismo derecho 
al consumidor conforme a esta disposición o no. El punto 5º de este artículo recoge la cláusula sobre el 
redondeo al alza. El punto 6º consideramos que debería incorporarse en el artículo 86 dado que la cláusula 
abusiva en él recogida vulneraría los artículos 62.2 y 63 del TRLGDCU. 
 
4. Cláusulas abusivas sobre garantías 
Dicho título no permite su comprensión, dado que una determinada garantía puede ser todo aquello que 
asegura la satisfacción del acreedor43 o un derecho básico e imperativo de los consumidores, debiéndose 
encontrar las cláusulas que a ella afecten en el artículo 86. 
En este punto analizaremos el artículo 88 del TRLGDCU que incorpora aquellas cláusulas contractuales 
que establecen garantías desproporcionadas al riesgo asumido por el consumidor y las que le impongan la 
carga de la prueba cuando no le corresponda. Las primeras suponen establecer para el consumidor una 
cláusula penal excesivamente alta o un aval o fianza para todas sus obligaciones, aun no existiendo dicha 
obligación en el clausulado del contrato en el momento de perfeccionamiento. Las segundas, que resultan 
más fácilmente comprensibles, producirán efecto en un momento posterior a la celebración del contrato, 
tras su incumplimiento y, al igual que las de sumisión a ciertos tribunales, conllevarán la afectación a 
preceptos legales imperativos. El artículo 217.6 de la LEC establece que la carga de la prueba 
corresponde al que la alega, salvo disposición en contrario por la Ley, por lo que dichas cláusulas se 
deberían considerar nulas independientemente de que el contrato en el que se incorporen se celebre con 
consumidores o no, siendo individualmente negociadas o no. 
 
5. Cláusulas abusivas que afectan al perfeccionamiento y ejecución del contrato 
En el artículo 89 del TRLGDCU, aun el titulo que mantiene dicho precepto, no se incorporan cláusulas 
que afecten al perfeccionamiento del contrato sino tan solo cláusulas que afectan al contenido del contrato 
una vez ya perfeccionado, es decir, aquello que en él se incorpora deberá ser cierto y afectar a hechos 
                                                 
42 Artículo 4.2 Directiva 93/13/CEE: «La apreciación del carácter abusivo de las cláusulas no se referirá a la 
definición del objeto principal del contrato ni a la adecuación entre precio y retribución, por una parte, ni a los 
servicios o bienes que hayan de proporcionarse como contrapartida, por otra, siempre que dichas cláusulas se 
redacten de manera clara y comprensible.». 
43 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho civil II, derecho de bienes” (13ª ed.); Madrid : EDISOFER,S.L., 2008, p. 213. 
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ocurridos en celebrarse el contrato o posteriores a su celebración. Mayores dudas plantean los puntos 4º y 
5º que son cláusulas sorprendentes (por lo que me remito a la explicación de la disposición 9ª del articulo 
85 de cláusulas abusivas por vincular el contrato a la voluntad del empresario), contrarias a la buena fe y 
que le causan un perjuicio al consumidor.  
 
6. Cláusulas abusivas sobre competencia y derecho aplicable. 
En el artículo 90 del TRLGDCU se prevén cláusulas que el Legislador considera abusivas sobre 
competencia y derecho aplicable. Debemos entender el término “competencia” en sentido amplio dado 
que incorpora cláusulas de sometimiento a arbitraje y cláusulas que atribuyen competencia a tribunales 
judiciales. En el punto 1 se establece la abusividad de aquellas cláusulas de sometimiento a un arbitraje 
corporativo, el arbitraje no se encuentra unificado ni armonizado (no existe reglamento ni Directiva que 
lo regule); dicha cláusula será valida cuando no sea impuesta. Podemos observar como los puntos 2 y 3 
son la mera incorporación por el Legislador Nacional de las disposiciones incorporadas en los 
Reglamentos Bruselas I sobre la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
judiciales44 y Roma I sobre Ley aplicable a las obligaciones contractuales45, en concreto la sección 4 del 
capitulo II (artículos 15 a 17) del RBI y el artículo 6 del RRI. 
 
7. Contratos relativos a valores, instrumentos financieros y divisas 
En el artículo 91 del TRLGDCU nuestro Legislador a la par del comunitario46 ha considerado no 
aplicables los artículos 85.3, 85.4 y 89.5 del mismo cuerpo legal a los contratos relativos a valores, 
instrumentos financieros y divisas, es decir, respecto de aquellos bienes o servicios «cuyo precio esté 
vinculado a las fluctuaciones de una cotización o de un índice bursátil, o de un tipo de mercado financiero 
que el profesional no controle»47. Podemos añadir la excepción de interpretación existente en el párrafo 
segundo del artículo 85.3, pero la premisa de dicho párrafo es de aplicación a los contratos de servicios 
financieros vinculados a índices por lo que consideramos que restaría absorbida por el artículo 91. 
 
D - Efectos de las cláusulas abusivas – Nulidad de pleno derecho 
En la Directiva 93/13/CEE se establece en el artículo 6 la no vinculación por las cláusulas abusivas y la 
persistencia del contrato si pudiere subsistir48. En nuestro ordenamiento jurídico dicha función la realiza 
la institución de la nulidad de pleno derecho por lo que nuestro Legislador transpuso: «Las cláusulas 
                                                 
44 Reglamento (CE) número 44/2001 del consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil «Reglamento Bruselas I» (en 
adelante, RBI). 
45 Reglamento (CE) número 593/2008 del parlamento europeo y del consejo, de 17 de junio de 2008, sobe l 
aplicable a las obligaciones contractuales «Reglamento Roma I» (en adelante, RRI). 
46 En el punto 2 del anexo de la Directiva 93/13/CEE. 
47 Como lo prevé el propio artículo 91 del TRLGDCU. 
48 Artículo 6 Directiva 93/13/CEE: «1. Los Estados  miembros establecerán que no vincularán al consumidor, en las 
condiciones estipuladas por sus derechos nacionales, las cláusulas abusivas que figuren en un contrato celebrado 
entre esté y un profesional y dispondrán que el contrato siga siendo obligatorio para las partes en los mismos 
términos, si este puede subsistir sin las cláusulas abusivas.». 
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abusivas serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas» (artículo 83.1 del TRLGDCU). El 
Legislador catalán establece la exclusión de utilización de dichas cláusulas49 pero no establece mayor 
concreción. 
Dado que nuestro Legislador ha considerado otorgar a las cláusulas abusivas el estatus de «nulas de pleno 
derecho», comportará que nullum est negotium; nihil est actum. Podemos observar en la teoría general del 
derecho que nos encontramos en un caso de nulidad textual pues está prevista por la Ley y que no 
conllevará per se la nulidad del contrato (negocio jurídico) sino tan solo de la cláusula (nulidad parcial). 
Bajo la premisa romana Quod nullum est, nullum habet effectum debemos entender que la nulidad es, ha 
sido y será; de modo que la situación jurídica debe permanecer como antes de la realización del acto o 
negocio. En este caso, como si al celebrarse el negocio la cláusula abusiva no estuviera. Para Albaladejo, 
la nulidad comporta que «el negocio jurídico carece inicial y perpetuamente de todo efecto negocial  
[esto] tiene lugar ipso iure y  sin necesidad de ejercicio de acción alguna ni de ninguna declaración o fallo 
en el que se haga constar. Puede ocurrir que de hecho se establezca, o se pretenda establecer un estado de 
cosas a tenor del negocio nulo pudiéndose dar la necesidad de obtener una declaración de nulidad que 
corte la perturbación o que sirva de presupuesto para hacer cesar el estado de hecho contrario a la realidad 
jurídica. Es preciso ejercitar la correspondiente acción o excepción encaminada a destruir una apariencia 
de validez»50. Dicha interpretación resulta de gran importancia dado que impediría el juego de la 
prescripción al respecto de la acción de nulidad y legitimaría el “incumplimiento” del contrato 
aparentemente valido pero nulo de pleno derecho, en el caso objeto del trabajo, de la cláusula nula. 
Ante la concurrencia de una cláusula abusiva el TRLGDCU establece que el juez puede integrar el 
contrato conforme a la buena fe (artículo 83.2 del TRLGDCU que remite al artículo 1258 CC). Dicha 
disposición ha sido declarada contraria al derecho comunitario, es decir, nula, en STJUE de 14 de junio 
de 2012, caso Calderón51, debiendo restar el contrato incompleto si el juez no observa la ineficacia del 
contrato por la falta de dicha cláusula52. Esta medida la argumenta porque tal disposición provocaría que 
la Directiva perdiera su carácter disuasorio, es decir, el profesional no cesara en su uso de cláusulas 
abusivas porque en caso de que fueran declaradas como tales, la sustitución de la cláusula abusiva por una 
cláusula adecuada no le provocaría perjuicio alguno53. Consideramos necesario examinar si esta no 
                                                 
49 Artículos 112-2 y 123-2 y el régimen sancionador de los artículos 331-5, 323-3 y 333-1.b) del CCon. 
50 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho Civil I: Introducción y parte general” (10ª ed.) ob. cit., pp. 779 y 780. 
51 STJUE de 14 de junio de 2012,  asunto nº 618/10, caso Calderón. 
52 STJUE de 14 de junio de 2012,  asunto nº 618/10, caso Calderón «[63] incumbe a los tribunales nacionales que 
examinan el carácter abusivo de las cláusulas contractuales deducir todas las consecuencias que, según el Derecho 
nacional, se derivan de ello, a fin de evitar que las mencionadas cláusulas vinculen al consumidor (véanse la 
sentencia Asturcom Telecomunicaciones, antes citada, apartado 58; el auto de 16 de noviembre de 2010, 
Pohotovosť, C 76/10, Rec. p. I-0000, apartado 62, y la sentencia Pereničová y Perenič, antes citada, apartado 30). 
[S]e trata de una disposición imperativa que pretende reemplazar el equilibrio formal que el contrato establece entre 
los derechos y obligaciones de las partes por un equilibrio real que pueda restablecer la igualdad entre éstas.». 
53 STJUE de 14 de junio de 2012,  asunto nº C-618/10, caso Calderón «[69] si el juez nacional tuviera la facultad de 
modificar el contenido de las cláusulas abusivas que figuran en tales contratos, dicha facultad podría poner en 
peligro la consecución del objetivo a largo plazo previsto en el artículo 7 de la Directiva 93/13. En efecto, la 
mencionada facultad contribuiría a eliminar el efecto disuasorio que ejerce sobre los profesionales el hecho de que, 
pura y simplemente, tales cláusulas abusivas no se apliquen frente a los consumidores (véase, en este sentido, el auto 
Pohotovost’, antes citado, apartado 41 y jurisprudencia citada), en la medida en que los profesionales podrían verse 
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integración prevista por el TJUE se debe entender permitida en los casos en los que la cláusula abusiva 
pretendía excluir la aplicación de una norma imperativa de nuestro ordenamiento, es decir, cuando 
nuestro ordenamiento jurídico realiza imperativamente una consecuencia jurídica contraria a la cláusula 
abusiva prevista en el contrato. En estos casos la norma imperativa pasaría a formar parte del contrato 
integrándolo, vinculando al consumidor y al profesional. Por otro lado, si la cláusula abusiva conllevaba 
la no aplicación de una norma dispositiva, la doctrina y la jurisprudencia entienden que sí formará parte 
del contrato, como por ejemplo, «en el caso de intereses abusivos, serán exclusivamente los legales del 
artículo 1108 CC, sin que el juez pueda integrar ni moderar la cláusula de interés»54. Por el contrario, en 
nuestra opinión tampoco lo deberían integrar por los mismos motivos expuestos en la STJUE de 14 de 
junio de 2012, caso Calderón55. Se permite tan solo en el caso en que dicha laguna del contrato pudiera 
perjudicar al consumidor, como ya ha recogido parte de la doctrina antes de dicha sentencia entendiendo 
que «la nulidad parcial del contrato y la integración de éste mediante la norma sustantiva, sea imperativa 
o dispositiva, en el caso de suponer la cláusula una renuncia a la Ley no permitida, se combinan con el fin 
de evitar una nulidad de todo el contrato en perjuicio del consumidor manteniendo de este modo con vida 
el negocio así rectificado»56. 
Podemos observar como autores mantienen que en caso de nulidad de parte del contrato por concurrencia 
de cláusulas abusivas la integración es necesaria y permitida por el TJUE y que se debe realizar en el 
mismo procedimiento o en un procedimiento declarativo posterior57. 
 
E - Procedimiento para la declaración de cláusula abusiva 
1. Acción de nulidad 
Examinando la Directiva, en el artículo 7 se establece la obligación del Legislador de «velar porque 
existan medios adecuados y eficaces para que cese el uso de cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados entre profesionales y consumidores», mediante los órganos judiciales y administrativos 
competentes y siendo actores aquellos con un interés legítimo y sujetos pasivos el profesional, los 
profesionales de un sector o las asociaciones que utilicen o recomienden dichas cláusulas abusivas. 
Dicha acción pude ser ejercida por los consumidores o por las asociaciones de consumidores como se 
reconoce en los artículos 6.7º y 8º y 11bis de la LEC. 
                                                                                                                                                             
tentados a utilizar cláusulas abusivas al saber que, aun cuando llegara a declararse la nulidad de las mismas, el 
contrato podría ser integrado por el juez nacional en lo que fuera necesario, garantizando de este modo el interés de 
dichos profesionales». 
54 CORDERO, Encarna; “Y ahora viene lo difícil: ¿cómo controlar en el ejecutivo hipotecario el carácter abusivo 
de una cláusula?”. En www.uclm.es/centro/cesco NOTAS JURISPRUDENCIALES [4 d’abril de 2013] p.5. 
55 Como hemos visto que defiende la Dra. Encarna Cordero en la explicación citada de la nota al pie anterior. 
56 SERRA RODRÍGEZ, Adela; “Condiciones generales de la contratación y cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados con consumidores”. En REYES LÓPEZ, María José (Coord.), et al;. “Derecho privado de consumo”; 
Valencia: Tirant lo Blanch, 2005, p.345. 
57 RUIZ-RICO RUIZ, José Manuel; DE LUCCHI LÓPEZ-TAPIA, Yolanda; “Ejecución de préstamos hipotecarios 
y protección de consumidores: análisis y propuestas par una adecuada conciliación de los intereses en juego”; 
Madrid: Editorial Tecnos, 2013; pp. 132 a 139. 
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Dado que la consideración que el Legislador da de las cláusulas abusivas es su nulidad de pleno derecho, 
la acción de nulidad tiene como único objetivo concordar la realidad jurídica con la realidad de hecho, es 
decir, «cuando alguien se ampara en la existencia de una apariencia de validez, es preciso ejercitar la 
correspondiente acción o excepción encaminada a destruir la apariencia de validez haciendo constar que 
la realidad ha quedado inmutable no obstante el negocio –nulo-»58. La acción de nulidad ni caduca ni 
prescribe59. «Todo lo construido a base del negocio nulo debe deshacerse, salvo que fuere inoponible a 
terceros -y- habrá de restituirse las prestaciones ejecutadas en cumplimiento de aquél, juntamente con sus 
incrementos hasta dejar las cosas como antes de dicha ejecución»60. La acción para pedir la restitución a 
la situación anterior a la celebración del negocio nulo prescribirá conforme a su respectivo plazo y con la 
correspondiente problemática interregional prevista entre los distintos ordenamientos jurídicos españoles.  
El fallo fruto del ejercicio de la acción de nulidad será declarativo y con efectos ex tunc. Podemos 
observar dos tipos de efectos de las sentencias o actos judiciales: ex tunc y  ex nunc. La sentencia que 
tiene efecto ex tunc alteran el tráfico jurídico desde el momento de la constitución del derecho o la 
relación jurídica reconocida por la resolución (sentencias declarativas o desestimatorias de acciones 
constitutivas), mientras que  tienen efecto ex nunc las que producen el cambio jurídico, retrotrayéndose 
sus efectos al momento de presentación de la demanda o al del hecho constitutivo (sentencias estimatorias 
de acciones constitutivas). Dicha cuestión será especialmente importante cuando analicemos la STJUE de 
14 de marzo de 2013, caso Aziz, a la que volveré. 
Dicha judicialización declarativa ha comportado graves críticas doctrinales y sociales al sistema español. 
Críticas que se han visto respaldadas por diversas SSTJUE61 entre las que podemos destacar por más 
reciente y por sus posibles consecuencias la STJUE de 14 de marzo de 2013, caso Aziz, que será objeto de 
análisis en este trabajo en el capítulo tercero. 
 
2. Examen de oficio por el juez 
En general, la nulidad de pleno derecho conlleva que ipso iure la cláusula, contrato o acto nulo de pleno 
derecho se tendrá como si no hubiera existido. Esta premisa comporta que la nulidad de pleno derecho 
pueda ser declarada por el juez a instancia de parte (alegada por la parte interesada) o de oficio por 
iniciativa del propio juez. La eventual posibilidad de examen de oficio de la abusividad de una cláusula y 
su consiguiente nulidad de pleno derecho se encuentra respaldada por la jurisprudencia comunitaria. El 
Alto Tribunal Comunitario ha establecido que, aun desentenderse de la calificación de las cláusulas 
abusivas conforme a la institución jurídica nacional que corresponda, los tribunales deben apreciar de 
oficio la existencia de cláusulas abusivas a fin de que no vinculen al consumidor62. Así, «la apreciación de 
                                                 
58 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho Civil I: Introducción y parte general” (10ª ed.) ob. cit., p. 780. 
59 STS 26 de junio de 1998 (Cendoj Roj. STS 4282/1998) En la que se recoge el no sometimiento a plazo de la 
nulidad radical o de pleno derecho pero se niega tal condición.  
60 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho Civil I: Introducción y parte general” (10ª ed.) ob. cit., p.783. 
61 SSTJUE 3 de junio de 2010, asunto nº 484/08, caso Ausbanc; 14 de junio de 2012, asunto nº 618/10, caso 
Calderón; 14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, caso Aziz. 
62 STJUE 14 de julio de 2012, caso Calderón «[42] el Tribunal de Justicia ha declarado que el juez nacional debe 
apreciar de oficio el carácter abusivo de una cláusula contractual incluida en el ámbito de aplicación de la Directiva 
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oficio de las cláusulas abusivas procede de la prioridad que otorga el Derecho de la Unión Europea a la 
Protección de los Consumidores que prevalece sobre cualquier otro derecho o interés tanto de naturaleza 
sustantiva como procesal»63. 
Dicha posibilidad de examen de oficio sería especialmente relevante en los procesos en los que no se 
permite a las parte alegar la abusividad (nulidad) de una cláusula, en los procesos en los que los motivos 
de oposición se encuentran tasados. Mas la doctrina ya ha apuntado el poco uso que hacen los tribunales 
de dicha posibilidad o facultad de la que disponen, ejemplo de ello, Ballugera Gómez establecía que  
«aunque se considere que el juez deba apreciar la abusividad y consecuente nulidad de tal cláusula antes 
del despacho de la ejecución, dando lugar a su denegación, no es probable que lo haga»64. En este punto, 
el TJUE ha declarado que la imposibilidad de alegar por el consumidor la existencia de una cláusula 
abusiva es contraria al derecho comunitario65. 
 
3. La revisión por registradores y notarios 
Nuestro Legislador incorporó con la aprobación del TRLGDCU en el RDL 1/2007 y en la Ley 41/2007 en 
la que modifica la Ley Hipotecaria dos preceptos que podrían otorgar a los registradores y a los notarios 
la potestad de calificar las cláusulas de los contratos que se realizan en escritura pública o que se 
pretenden inscribir en el Registro de la Propiedad o en el Registro Mercantil. 
Dicha regulación se encuentra en el artículo 84 del TRLGDCU y el artículo 12 de la LH. El primero 
establece la no autorización de los contratos que contengan cláusulas nulas declaradas en sentencia 
inscrita en el Registro de Condiciones Generales de la Contratación. Así mismo, el artículo 12 de la LH 
para los contratos de préstamo garantizado con garantía hipotecaria establece en su segundo párrafo que  
se inscribirán en el asiento registral de la hipoteca las cláusulas contractuales de trascendencia real cuya 
calificación sea positiva. De modo que «cabe la calificación registral negativa fundamentada en la 
protección del consumidor, cuando la abusividad sea clara en base al principio de legalidad»66, es decir, 
someter la cláusula eventualmente abusiva a todo el ordenamiento jurídico. 
El notario «tiene una importante labor de asesoramiento, sobretodo a la hora de informar al futuro 
prestatario de aquellas cláusulas de contenido financiero de difícil comprensión»67, pero dicha función 
tradicional se ha visto, con los contratos de adhesión, relegada dado que «en muchas ocasiones las 
                                                                                                                                                             
93/13 y, de este modo, subsanar el desequilibrio que existe entre el consumidor y el profesional (véanse, en este 
sentido, las sentencias Mostaza Claro, antes citada, apartado 38; de 4 de junio de 2009, Pannon GSM, C 243/08, 
Rec. p. I 4713, apartado 31; Asturcom Telecomunicaciones, antes citada, apartado 32, y VB Pénzügyi Lízing, antes 
citada, apartado 49)». 
63 MARCOS GONZÁLEZ, María; “La apreciación de oficio de la Nulidad Contractual y de las Cláusulas 
Abusivas”; Cizur Menor : Thomson Reuters, Aranzadi, 2011, p 210. 
64 BALLUGERA GÓMEZ, Carlos; “Combatir las cláusulas abusivas” (www.notariosyregistradore.com, 2008) p. 2; 
disponible en  www.notariosyregistradores.com/doctrina/ARTICULOS/combatirlasclausulasabusivas. 
65 La STJUE 14 de julio de 2012, caso Calderón en el proceso monitorio y la STJUE 14 de marzo de 2013, caso 
Aziz en el proceso de ejecución hipotecaria. 
66 MÚRTULA LAFUENTE, Virginia; “La protección frente a las cláusulas Abusivas en préstamos y créditos”; 
Madrid: ed. Reus, 2012, p. 160. 
67 MÚRTULA LAFUENTE, Virginia; “La protección frente a las cláusulas Abusivas en préstamos y créditos” ob. 
cit., p. 153. 
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escrituras públicas de los prestamos hipotecarios introducen cláusulas que no se corresponden 
exactamente con lo hablado por la entidad financiera y que el cliente asume por la necesidad del 
préstamo»68 y aunque fuera lo pactado, en comprender su contenido desproporcional o perjudicial para 
sus intereses, el cliente lo asumiría igualmente. Ballugera Gómez entiende además que «el notario se halla 
en una posición similar al adherente frente a la entidad de crédito, sin que le sea dado no autorizar el 
contrato sin las cláusulas abusivas so pena de perder el cliente, del mismo modo que el consumidor no 
puede impedir contratar con cláusulas abusivas so pena de renunciar al bien o servicio»69 idea que no 
comparto dada la importante responsabilidad del notario por sus actos, consideramos que el principal 
problema del notario ante las cláusulas abusivas está en denegar el otorgamiento de escritura pública a 
quien perjudican no es a la entidad bancaria sino al cliente que podría resta privado del bien o servició 
que la entidad bancaria ofrece, por lo que deberían avisarlo, mas dicha comunicación no producirá efecto 
alguno. Resulta importante apuntar que nuestro Legislador ha incorporado en la Ley 1/201370 la subasta 
extrajudicial de los bienes hipotecados71; estableciendo la necesaria comunicación a las partes y a los 
interesados la eventual concurrencia de cláusulas abusivas observadas por el notario y la posibilidad de 
paralizar la subasta extrajudicial del bien inmueble hipotecado cuando cualquiera de las partes acredite 
haber planteado ante el juez competente demanda de anulación de cláusulas abusivas72, disposición 
aplicable a todas las ventas extrajudiciales iniciadas con posterioridad a la entrada en vigor de dicha ley73.  
La DGRN ha reiterado que los registradores podrán calificar lo real, pero no lo obligacional, dado que el 
registro para dichas cláusulas es un mero instrumento de publicidad7475. Pero podemos observar en la  
doctrina (quizás en la jurisprudencia pudiera parecerlo76) un movimiento a favor de una interpretación 
amplia de las facultades de los registradores en tanto que «los registradores son necesarios para impedir 
que las cláusulas abusivas lleguen al asiento y obtengan la fuerza ejecutiva privilegiada del artículo 130 
de la LH. Dejar al consumidor frente a un pleito como único remedio para verse libre de cláusulas 
abusivas es un mal negocio para él»77. Los efectos de la no inscripción registral de las cláusulas abusivas 
no lo podemos entender con efecto de cosa juzgada dado que, como señala Ballugera Gómez, «la 
                                                 
68 MÚRTULA LAFUENTE, Virginia; “La protección frente a las cláusulas Abusivas en préstamos y créditos” ob. 
cit., p. 153. 
69 BALLUGERA GÓMEZ, Carlos; “Tratamiento registral de las cláusulas abusivas de las hipotecas”. En SALAS 
CARCELLER, Antonio (coord.) “Ejecución hipotecaria: solución a tiempos de conflicto”; Cizur menor: Thomsom 
Reuters Aranzadi, 2012.p. 423. 
70 Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración 
de deuda y alquiler social, que entró en vigor el 15 de mayo de 2013 (en adelante, Ley 1/2013). 
71 Artículo 3.3 de la Ley 1/2013 que modifica el artículo 129 del Decreto de 8 de febrero de 1946 por el que se 
aprueba la nueva redacción oficial de la Ley Hipotecaria (en adelante, LH). 
72 Actual artículo 129.2.f de la LH (tras la reforma realizada por la Ley 1/2013). 
73 Disposición Transitoria Quinta de la Ley 1/2013. 
74 RRDGRN 19 de abril y 2 de octubre de 2006, 21 de diciembre de 2007, 28 de febrero y 24 de julio de 2008. 
75 Analizando la inscripción o no de las diversas cláusulas encontramos conforme a la doctrina de la DGRN 
podemos destacar a CALVO GONZÁLEZ-VALLINAS, Rafael; “Las cláusulas de la hipoteca”; Madrid: Cuadernos 
de Derecho Registral, 2006.  
76 La SAP Tarragona 19 de diciembre de 2008 (Cendoj Roj. SAP T 1534/2008) que derogó la RDGRN de 2 de 
octubre de 2006 pero tan solo por extemporánea. 
77 BALLUGERA GÓMEZ, Carlos; “Tratamiento registral de las cláusulas abusivas de las hipotecas” En SALAS 
CARCELLER, Antonio (coord.) “Ejecución hipotecaria: solución a tiempos de conflicto”; ob. cit., p. 424. 
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denegación de las cláusulas abusivas en la inscripción del crédito y préstamo hipotecario no constituye 
declaración alguna de nulidad por parte del registrador, dado que su resolución no tiene efectos de cosa 
juzgada, sino que es susceptible de recurso gubernativo y judicial. Lo único que se produce es la inversión 
de la carga de sostener un pleito que pasa del consumidor a la entidad de crédito, la cual no tiene derecho 
a conseguir la tutela del Estado para sus disposiciones nulas.»78. 
Considero que la interpretación que realiza la DGRN resulta contraria al artículo 18 primer párrafo de la 
LH que impide ignorar aquello nulo al imponer el análisis de la validez de todo lo que conste inscrito. 
Esta misma interpretación la podemos observar en la doctrina, ejemplo de ello de nuevo Ballugera Gómez 
que entendía que «la posibilidad para el registrador y para cualquiera, particular o autoridad, de ignorar lo 
nulo de pleno derecho, se convierte en necesidad para el primero por imperativo del artículo 18 LH que le 
obliga a aplicar el ordenamiento jurídico en su integridad, en particular las normas imperativas y 
prohibitivas.»79; y como podemos observar en el mismo artículo 130 de la LH, formará parte del titulo 
inscribible e inscrito todo aquello que este contenga y reste recogido en el asiento, de modo que no se 
diferencia del contenido del asiento su contenido con eficacia real y su contenido de mera publicidad. 
Otro momento en el que actuaría el Registrador de la Propiedad respecto a las cláusulas abusivas es en su 
cancelación en cumplirse los requisitos establecidos en el artículo 84 del TRLGDCU. Cuando la cláusula 
que se encuentra inscrita en el Registro de la Propiedad y es declarada abusiva por los tribunales y es 
inscrita la sentencia que declara abusiva la cláusula en el Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación. 
 
4. El Registro de Condiciones Generales de la Contratación 
Con el Registro de Condiciones Generales de la Contratación se busca implantar un sistema que se basa 
en la intervención judicial reforzada por la registrabilidad de las condiciones generales y las cláusulas 
abusivas como mera publicidad suponiendo una instrumentalización del prestigio de la institución de los 
registradores por el Legislador80 y el Ejecutivo81, dado que el registrador no calificara aquello que se 
inscribe en este registro82. Como ya he expuesto, los tribunales son los únicos que pueden declarar una 
cláusula abusiva, por lo que el Registro de Condiciones Generales de la Contratación es un instrumento 
de mera publicidad por lo que «se genera una apariencia de licitud de lo inscrito sin haber superado filtro 
alguno de adecuación a la ley»83. 
Para que proceda la inscripción de una cláusula abusiva en el Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación debe recaer sentencia estimatoria de acción de cesación en defensa de los intereses de los 
                                                 
78 BALLUGERA GÓMEZ, Carlos; “Combatir las cláusulas abusivas” cit. p. 3. 
79 BALLUGERA GÓMEZ, Carlos; “Combatir las cláusulas abusivas” cit.  
80 Con su creación en la LCGC. 
81 Su regulación se encuentra en el Real Decreto 1828/1999, de 3 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento 
del Registro de Condiciones Generales de la Contratación (en adelante, RRCGC). 
82 RUÍZ-RICO RUÍZ, Catalina; “El control de las cláusulas abusivas a través del Registro de Condiciones 
Generales de la Contratación: apuntes críticos al Real  Decreto 1828/1999, de 3 de diciembre”; Madrid: Servicio 
de estudios del Colegio de Registradores, 2003, pp.24-28. 
83 RUÍZ-RICO RUÍZ, Catalina; “El control de las cláusulas abusivas a través del Registro de Condiciones 
Generales de la Contratación: apuntes críticos al Real  Decreto 1828/1999, de 3 de diciembre”; ob. cit., p.30. 
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consumidores y que el juez que la dictó acuerde la publicación parcial o total de la sentencia en el dicho 
Registro (artículo 221.2 de la LEC). Dicha inscripción es un deber para los registradores. Pero no toda 
sentencia en que se declare una cláusula abusiva podrá inscribirse dado que tan solo podrán ser inscritas 
las que fueran condiciones generales de la contratación.  
El pretendido alcance “erga omnes” de la inscripción establecido por el gobierno en el RRCGC fue 
anulado por nuestros tribunales84. Actualmente, como he apuntado anteriormente, la inscripción como 
abusiva de una cláusula en el Registro de Condiciones Generales de la Contratación supone una inversión 
de la carga de la prueba para los tribunales, debiendo el profesional accionar contra la nulidad de la 
cláusula declarada en virtud de una inscrita en este registro y una vinculación para los notarios y 
registradores que deberán «no autorizar ni inscribir» los contratos que incorporen cláusulas abusivas 
declaradas nulas cuya sentencia este inscrita en el Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación85. 
En el momento en el que sea inscrita una cláusula abusiva como tal en el Registro de Condiciones 
Generales de la Contratación ni podrá inscribirse nuevo título con dicha cláusula declarada abusiva ni 
podrá persistir aquella inscrita, es decir, el registrador deberá proceder a su cancelación. 
Cabe apuntar la posibilidad de que las partes se sometan al dictamen del registrador encargado del 
Registro de Condiciones Generales de la Contratación quien calificará la validez de las condiciones 
generales a efectos contractuales, pudiendo ser objeto de posterior recurso judicial (no es vinculante)86. 
 
                                                 
84 Artículo 17.2 del RRCGC anulado por la STS de 19 de febrero de 2002 (Cendoj Roj. STS 1128/2002). 
85 Artículo 17.3 del RRCGC. 
86 Previsto en el artículo 22 del RRCGC. Tras la STS 12 de febrero de 2002 (Cendoj Roj. STS 928/2002). 
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Capítulo 2.- Cláusulas abusivas en el contrato de préstamo 
hipotecario 
 
A - Introducción 
Las cláusulas que analizaremos a continuación pueden afectar a distintos elementos del contrato de 
préstamo hipotecario. Podemos observar cláusulas que afectan a la obligación principal, a obligaciones 
accesorias, a los intereses y costas y al proceso ejecutivo. 
En el préstamo simple o mutuo o préstamo de consumo, el mutuatario (en adelante, prestatario87) recibe 
del mutuante (en adelante, prestador88) la propiedad de una cosa fungible (dinero) para devolverle otro 
tanto de la misma especie y calidad, devengando si es oneroso, intereses.89    
La obligación principal o las obligaciones principales son aquellas obligaciones esenciales del contrato90. 
En el contrato de préstamo mutuo la obligación esencial del prestador es la entrega de la cosa al 
prestatario quien se obliga a devolver otro tanto de la misma especie y calidad en llegar el plazo pactado 
(es la obligación fundamental y necesaria del contrato de préstamo mutuo91), a lo que hay que añadir la 
problemática doctrinal y Jurisprudencial de si el préstamo mutuo es real u obligacional92. La 
consideración como principal (o esencial) o accesoria de una obligación conllevará que si fuera declarada 
nula la cláusula principal en que se contiene por abusiva, el contrato no podría subsistir; por el contrario, 
si es accesoria el contrato perdura sin dicha cláusula y sin integración93. La Directiva 93/13/CEE 
incorpora en su artículo 4.2 que no puede ser examinado por el juez el objeto principal del contrato, 
disposición no transpuesta por nuestro Legislador y que no conlleva incumplimiento del derecho 
comunitario por ser la Directiva de mínimos. Existen un conjunto de cláusulas que afectan directamente a 
la obligación principal, por ejemplo, las cláusulas de vencimiento anticipado que afectan al vencimiento 
de la obligación principal, pero que en nuestra opinión no devienen esenciales para el contrato y de la 
jurisprudencia que ha permitido la subsistencia del contrato aun declararla en ciertos casos abusiva. 
Las obligaciones accesorias son todas aquellas obligaciones ligadas a la principal. Podemos observar 
como accesorias todas aquellas obligaciones que se deriven del contrato, distintas de las principales y 
subordinadas a estas. A modo de ejemplo podemos observar, comúnmente concurrentes en los contratos 
de crédito hipotecario, la hipoteca y los intereses, y eventuales como la contratación de un seguro, el no 
arriendo del inmueble por vivienda o arriendo dañoso o gravoso, la presentación a la entidad financiera de 
la declaración de la renta, etc. 
                                                 
87 En atención a nuestro trabajo analizaremos el supuesto en que el prestatario es un consumidor. 
88 Suele ser prestador la entidad bancaria o financiera. 
89 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho civil II, derecho de bienes” (13ª ed.); ob. cit., p. 806. 
90 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho civil II, derecho de bienes” (13ª ed.); ob. cit., p. 123. 
91 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho civil II, derecho de bienes” (13ª ed.); ob. cit., p. 809. 
92 Cuestión que podemos observar ya en la STS 12 de junio de 1918 (publicada el 3 de enero de 1919 i disponible en 
“III jurisprudencia civil, competencia y recursos de nulidad”, volumen 148:1918 de la “Revista general de 
legislación y jurisprudencia”, p. 657 a 661) y que en la actualidad  no se encuentra resuelta. 
93 Como ha declarado el TJUE en la sentencia del caso Calderón. 
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Podemos destacar entre las obligaciones accesorias, los intereses. En los créditos y préstamos reales 
(donde el contrato resulta unilateral dado que el acreedor ya ha cumplido), los intereses remuneratorios 
«son debidos como retribución por encontrarse privado el acreedor de la cosa debida de la que goza el 
deudor »94 y se «constituyen – como – una exigencia [legal] que se establezcan criterios objetivos a la 
hora de fijar el interés aplicable a la operación de crédito particular, para que el interés se corresponda 
realmente con la cantidad de dinero ajeno que disfruta el prestatario y durante el tiempo en que 
efectivamente lo hace, sin que se pueda dejar su determinación al arbitrio de la entidad financiera»95. 
Así mismo, considero importante apuntar la accesoriedad del derecho de hipoteca que no lo configura 
como «un derecho subordinado por completo al crédito ni pretende que cubra todo el contenido del 
mismo. – Por  lo que – el derecho de hipoteca nace vinculado y supeditado a la obligación garantizada y  
es lo que “transforma” al crédito en hipotecario, con eficacia real; integrando el crédito hipotecario la 
obligación principal y lo esencialmente vinculado a ella»96. Muestra de la accesoriedad del derecho de 
hipoteca es la necesidad de constitución separada. El crédito hipotecario comporta un problema de 
accesoriedad dado que los intereses (remuneratorios y de demora) y las costas de ejecución se encuentran 
garantizados con la hipoteca (con ciertos límites), por lo que podría parecer que constituyen la obligación 
principal del contrato, siendo esenciales del contrato. En nuestra opinión la accesoriedad de los intereses 
remuneratorios encuentra su principal argumento en el artículo 1753 del CC, aunque el precepto 1756 del 
CC podría conllevar dudas por ser uno de los casos de obligación natural que recoge el CC97. La 
accesoriedad de los intereses de demora la considero evidente. La obligación de pagar las costas no 
considero que pueda devenir esencial del contrato dado que es incierto su devengo en concluirse el 
contrato. 
El proceso ejecutivo extraordinario o hipotecario podrá seguirse siempre que se haya fijado en el asiento 
de la hipoteca el valor de tasación del inmueble para la subasta y el domicilio a efectos de notificaciones 
del deudor98. Pudiéndose seguir el procedimiento de venta extrajudicial si se permite expresamente en la 
escritura y se ha nombrado un mandatario irrevocable para el otorgamiento de la escritura de venta 
(artículos 682 LEC y 234 LH). 
El estudio de este clausulado eventualmente abusivo lo realizaré conforme a la jurisprudencia española, 
dado que el TJUE ha reiterado que corresponde al órgano judicial nacional determinar la abusividad de 
una cláusula conforme a los criterios y principios establecidos por el Legislador comunitario, no 
resultando unificada la casuística99. 
                                                 
94 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho civil II, derecho de bienes” (13ª ed.); ob. cit., p. 70. 
95 MÚRTULA LAFUENTE, Virginia; “La protección frente a las cláusulas abusivas en préstamos y créditos”; ob. 
cit., p. 196. 
96 CALVO GONZÁLEZ-VALLINAS, Rafael; “Las cláusulas de la hipoteca”; ob. cit., pp. 39-44. 
97 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho civil II, derecho de bienes” (13ª ed.); ob. cit., pp. 352 y 808. 
98 CALVO GONZÁLEZ-VALLINAS, Rafael; “Las cláusulas de la hipoteca”; ob. cit., p. 94 «el valor de tasación a 
efectos de subasta nunca puede ser inferior a la tasación a efectos del mercado hipotecario – y – el domicilio a 
efectos de notificaciones puede se más de uno o uno extranjero». 
99 STJUE 26 de abril de 2012, asunto nº 472/10, caso Invitel «[22] la competencia del Tribunal de Justicia 
comprende la interpretación del concepto de «cláusula abusiva», a la que se refieren el artículo 3, apartado 1, de la 
Directiva y el anexo de ésta, y los criterios que el juez nacional puede o debe aplicar al examinar una cláusula 
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Así mismo, no seria posible abarcar todo el conjunto de cláusulas que presentan dudas respecto a su 
abusividad utilizadas en nuestro tráfico jurídico por lo que intentaré analizar aquellas que por las obras y 
jurisprudencia consultadas hemos podido observar como más comúnmente utilizadas en los contratos de 
préstamo o crédito hipotecario. 
 
B - Cláusulas de Interés variable 
Dichas cláusulas consisten en establecer la variabilidad del tipo de interés aplicable al préstamo en 
función de ciertos parámetros objetivos. La cláusula de interés variable conllevó gran discusión doctrinal 
durante los años 80 que fue resuelta por la DGRN estableciendo su ilicitud cuando deje al arbitrio de una 
de las partes la validez y eficacia del contrato puesto que «pasado un año, el prestatario está vinculado (si 
no varían los intereses) y el contrato queda al arbitrio del Banco que podría ponerle fin, al termino de 
cada año, por la vía práctica de aumentar a su capricho los intereses, en perjuicio del deudor y del tercero 
poseedor del inmueble»100. Dicha RDGRN ha sido interpretada por ciertos autores101 de modo que a sensu 
contrario establece los requisitos para que la cláusula de interés variable sea válida, no constituya una 
cláusula abusiva. En nuestra opinión, dicha problemática se encuentra superada dado que la incorporación 
a la UE y la moneda única, con posterioridad, llevó consigo una regulación monetaria clara e 
independiente de las entidades de crédito, reduciendo los costes del dinero y proporcionando unos índices 
de referencia objetivos e independientes (ej. MIBOR, Euribor) y una normativa de mayor protección a los 
consumidores como son la Directiva que es objeto de este estudio y la Directiva 2008/48/CE de Créditos 
al Consumo (anterior Directiva 87/102/CEE).  
 
1. Cláusula que prevé la variación del tipo de interés en función del tipo preferencia de otra entidad 
del mismo grupo 
Dicha cláusula se encuentra estrechamente vinculada con la cláusula de interés variable. Podemos ver 
como contradice la definición o justificación jurídica de los intereses en la que hemos establecido la 
necesidad que se realice en función de un índice objetivo. Dicha cláusula parece pensada para eludir la 
abusividad declara por la RDGRN de 7 de setiembre de 1988 dado que la entidad crediticia no puede 
libremente y arbitrariamente modificar el tipo de interés. Sin necesidad de introducir la teoría del 
levantamiento de velo, unidad económica,… podemos observar, como he apuntado, que dicha cláusula 
                                                                                                                                                             
contractual a la luz de las disposiciones de la Directiva, entendiéndose que incumbe a dicho juez pronunciarse, 
teniendo en cuenta dichos criterios, sobre la calificación concreta de una cláusula contractual particular en función 
de las circunstancias propias del caso»; reiterado en la STJUE  14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, caso Aziz 
«[66] incumbe a dicho juez pronunciarse, teniendo en cuenta esos criterios, sobre la calificación concreta de una 
cláusula contractual determinada en función de las circunstancias propias del caso. De ello se desprende que el 
Tribunal de Justicia se limitará a dar al órgano jurisdiccional remitente indicaciones que éste debe tener en cuenta 
para apreciar el carácter abusivo de la cláusula de que se trate». 
100 RDGRN de 7 de setiembre de 1988. 
101 Siendo un ejemplo DE TORRES PEREA, José Manuel; “Cláusulas abusivas en la contratación de préstamo con 
garantía hipotecaria para la financiación de compra de vivienda”. En  CAÑIZARES LASO, Ana (coord.); 
ALGABA ROS, Silvia (ed.) ... et al.; “Cláusulas abusivas en la contratación inmobiliaria”; Madrid : Tecnos, 2006, 
p. 243. 
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vulnera la necesidad de que el índice sea objetivo para que, como también hemos dicho, se corresponda 
con la efectiva onerosidad del contrato y se mantenga el equilibrio entre las partes. Dicha cláusula seria 
abusiva en virtud de la definición general de cláusula abusiva y por dejar al arbitrio de una de las partes el 
devenir del contrato (prevista como abusiva en el artículo 85 del TRLGDCU). 
 
2. (Cláusula) Práctica de sustitución unilateral del tipo de interés en caso de absorción de la entidad 
bancaria acreedora 
Dicha cláusula encuentra como presupuesto la cesión del crédito o préstamo garantizado con hipoteca 
inmobiliaria. Deberemos atender al articulado del Código Civil para la cesión del crédito o préstamo, 
mientras que para la cesión de la hipoteca será necesario acudir a la LH. 
Para la cesión de créditos o préstamos se requiere la concurrencia de las voluntades del cedente y el 
cesionario pero no se requiere del cedido (deudor del crédito o préstamo) declaración de voluntad alguna 
ni tan siquiera su comunicación, liberándose el deudor de la deuda que la pagare a quien era su acreedor 
(si no le han comunicado la cesión del crédito o préstamo)102. 
Para la cesión de la hipoteca, aun la previsión del artículo 1528 del CC que establece su cesión con el 
crédito o préstamo, se requiere de formalización en escritura pública e inscripción en el Registro de la 
Propiedad103. En el anterior artículo 149 de la LH se exigía que se diera conocimiento al deudor de la 
cesión, hecho que conllevó la discusión doctrinal y jurisprudencial sobre los efectos de la no 
comunicación al deudor.  
La accesoriedad de la hipoteca respecto al crédito o préstamo consideramos que no puede conllevar que 
éste no pueda cederse sin cederse la hipoteca (debiéndose entender el artículo 1528 del CC como 
dispositivo); por lo que el problema que dicha dicotomía planteaba fue parcialmente resuelto con la 
modificación del artículo 149 de la LH, permitiéndose la transmisión de la hipoteca sin necesidad de 
informar al deudor (como sucede con el crédito). 
En este punto, podemos observar como en la cesión de créditos o préstamo no hay novación alguna. El 
artículo 149 en el segundo y tercer párrafo lo establece con claridad. En este punto, es importante recordar 
que el Tribunal Supremo ha reiterado que la cesión del crédito o préstamo no puede conllevar perjuicio 
alguno para el deudor104. 
La práctica de cambio del tipo de interés en la cesión del crédito o préstamo es contraria a la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo dado que podría conllevar un perjuicio para el consumidor. Si fuera 
una cláusula contractual considero que sería un ejemplo claro de cláusula sorprendente, pero como hemos 
reiterado estas no son per se nulas ni abusivas. Deberemos atender a la definición general y a la lista 
negra de cláusulas que el Legislador considera abusivas. Este tipo de cláusulas creo que las podríamos 
incorporar en las disposiciones 3 y 4 del artículo 85 del TRLGDCU, dado que permitiría dejar al arbitrio 
                                                 
102 Artículos 1526, 1527 y 1528 del CC. 
103 La jurisprudencia menor ha denegado la ejecución hipotecaria por cesión del crédito sin transmisión de la 
hipoteca en escritura pública e inscripción en el registro – Autos AP Castellon 12 de julio de 2012  
(Cendoj Roj. AAP CS 421/2012) y 24 de julio de 2012 (Cendoj Roj. AAP CS 642/2012). 
104 STS 1 de octubre de 2001 (Cendoj Roj. STS 7359/2001). 
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del profesional el devenir del contrato; podríamos reproducir la argumentación utilizada por la DGRN105 
con base en la cláusula de intereses variable. 
 
3. Cláusula en la que la identificación del tipo referencial a aplicar es imprecisa, por lo que la 
entidad financiera aplica el más elevado 
Dichas cláusulas consisten en determinar por contrato o tras una posterior modificación  el tipo referencia 
imprecisamente. Dichos supuestos pueden ser consecuencia, por ejemplo, de la desaparición del índice de 
referencia o  por la imprecisión de la entidad financiera en la concesión del crédito o del préstamo.  
En este caso la interpretación de dicha cláusula se debe realizar siempre a favor del consumidor por los 
principios contra stipulatorem y favor consumitoris. En los supuestos en los que se encuentra una 
cláusula de dichas características existe la práctica bancaria contraria a derecho de interpretar dicha 
cláusula en perjuicio del consumidor dado que identifican el tipo referencial más elevado106. En dichos 
casos por los principios antes mencionados debería acogerse como tipo referencial el más beneficioso 
para el consumidor. Dicha práctica se muestra especialmente en los contratos de préstamo o crédito 
hipotecario con cláusula de intereses multidivisas, que han sido declaradas abusivas107. 
Dicha cláusula imprecisa y la práctica de aplicar el interés más elevado las considero contrarias a derecho 
pero no creo que sean asimilables a las cláusulas abusivas estudiadas en dicho trabajo. 
Si hubiera diversos tipos de referencia objetivos y en el contrato se previera la aplicación del más elevado 
no estaríamos en el supuesto ahora estudiado. En este caso considero que para entenderla incorporada en 
el contrato deberíamos atender a la LCGC y en caso de duda sobre su abusividad a la definición general 
de cláusula abusiva. 
 
C - Cláusulas suelo 
Las cláusulas suelo son introducidas en contratos de préstamos bancarios con tipos de intereses variables 
sometidos a baremos de entidades u organismos independientes como son el Banco de España (en su 
momento, actualmente el Banco Central Europeo), el Gobierno en los Presupuestos Generales del Estado, 
el cambio de divisas, el Euribor,… Mediante dicha cláusula la entidad de crédito establece una limitación 
a la bajada del tipo de interés respecto a dicho baremo independiente. 
En 2010 el Senado rechazó una propuesta de modificación del TRLGDCU en la que se incorporaba entre 
las cláusulas de la lista negra (artículo 85 a 90) y se pretendía delimitar su abusividad. En la 
jurisprudencia menor se han ido sucediendo las resoluciones108 en las que se declaraba su abusividad por 
la diferencia entre la cláusula suelo y la cláusula techo respecto al valor de referencia o al inicial. Dichas 
resoluciones han sido aplaudidas y criticadas por igual. El problema de centrarse en la asimetría es que se 
omite el principio en el que se fundamenta la normativa comunitaria: la protección del consumidor, como 
                                                 
105 RDGRN de 7 de setiembre de 1988. 
106 Como ha apuntado el Servicio de reclamaciones del Banco de España en numerosas ocasiones. 
107 Siendo un ejemplo la SJPIBarcelona nº 44 17 de diciembre de 2012 proc. 511/2012. 
108 Las primeras en declara su abusividad fueron la SJM nº 2 de Sevilla 30 de setiembre de 2010  
(Cendoj Roj. SJM SE 76/2010) y la SJM, num., 1 de León 11 de marzo de 2011 (Cendoj Roj. SJM LE 31/2011). 
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expuso Nasarre, «el consumidor accede – o puede acceder – a la combinación cláusula suelo-cláusula 
techo para cubrirse él de la subida de tipo de interés. Esta posibilidad queda prácticamente frustrada desde 
el momento en que tal cláusula techo es prácticamente inalcanzable, mientras que la suelo, que cubre a la 
entidad de crédito, es más probable que suceda, es más real»109. Las entidades financieras defienden que 
mediante el interés variable ligado a dichas cláusulas «el riesgo que corre la entidad de crédito al 
conceder un préstamo a tipo variable es, al menos parcialmente, cubierto por el consumidor; de manera 
que la entidad de crédito halla en la cláusula suelo la manera de ofrecer atractivas condiciones a los 
clientes sin correr riesgo ella misma de que los intereses bajen por debajo de un umbral tolerable para sus 
propias obligaciones o beneficios; por lo que es comprensible que con plazos tan dilatados de 
amortización éstas deban cubrirse y que también es posible llegar en momentos puntuales a tan altos tipos 
de interés debido a circunstancias inesperadas, de manera que las cláusulas techo pueden ser útiles. »110 
En nuestra opinión, como resalta Nasarre, esto «no justifica el pacto de antemano de tan diferentes 
cláusulas techo y suelo, puesto que si se trata de acontecimientos futuros, extraordinarios e imprevisibles 
de muy bajos o muy altos tipos de interés, la parte perjudicada podrá, en su caso, alegar la cláusula rebus 
sic stantibus para solicitar el reequilibrio de las prestaciones111»; conllevando que esta cláusula no tenga 
una contrapartida proporcional en favor del consumidor. Por lo que resulta evidente la ineficacia de dicha 
cláusula a favor del consumidor y la imposible cuantificación del beneficio que obtiene el consumidor por 
la incorporación de dicha cláusula. 
El Tribunal Supremo112 ha entendido que dicha cláusula no es abusiva en sí, no causando un desequilibrio 
de las contraprestaciones dado que se debe atender al real reparto del riesgo, pero tras su exposición no 
observo que resuelva concretamente dicha cuestión. En dicha sentencia establece el sometimiento a las 
condiciones de los clausulados generales para que se pueda entender incorporada la cláusula suelo en el 
contrato: claridad, transparencia y suficientemente informado el consumidor en aceptarla. Considero 
imprescindible apuntar que nuestro Tribunal Supremo expresa en reiteradas ocasiones que las cláusulas 
que determinan el objeto principal del contrato no pueden ser revisadas, mas nuestro Legislador no ha 
transpuesto el artículo 4.2 de la Directiva 93/13/CEE  por lo que, como es de mínimos, se deberá entender 
establecida una mayor protección que sí lo permite113. Con la resolución de la cuestión por medio de los 
requisitos de incorporación del artículo 80.1 del TRLGDCU el Tribunal Supremo considera que no hay 
mala fe por parte de la entidad bancaria y en aplicación del principio de seguridad jurídica establecida en 
nuestra constitución excluye efecto retroactivo alguno a la declaración como condición no puesta de la 
                                                 
109 NASARRE AZNAR, Sergio; “Malas prácticas bancarias en la actividad hipotecaria”. En Revista Crítica de 
Derecho Inmobiliario; Núm. 727, Septiembre 2011; p. 2677. 
110 NASARRE AZNAR, Sergio; “Malas prácticas bancarias en la actividad hipotecaria”; cit., p. 2678. 
111 STS 25 de enero de 2007 (Cendoj Roj. STS 168/2007). 
112 STS  9 de mayo de 2013 (Cendoj Roj. STS 1916/2013). 
113 Cuestión que no es nueva que la doctrina y la jurisprudencia ha tratado en numerosas ocasiones manteniendo la 
posibilidad o no de entrar a analizar las cláusulas que regulan los elementos esenciales del contrato. Entre las 
numerosas obras y artículos sobre el tema he encontrado especialmente útil y conciso la obra de CÁMARA 
LAPUENTE, Sergio; “El control de las cláusulas «abusivas» sobre elementos esenciales del contrato” (Cizur 
Menor : editorial Aranzadi, 2006). 
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cláusula suelo, es decir, no deberán devolverse las cantidades pagadas en virtud la cláusula suelo aun 
considerarse como no incorporada al contrato114. 
El Tribunal Supremo no acoge las conclusiones de parte de la doctrina que entiende que será la cláusula 
abusiva cuando «no tenga una contrapartida proporcional a favor del consumidor y que este no haya 
podido dar un consentimiento informado –es decir– la asimetría, unida a la poca claridad del beneficio 
para el deudor»115. En nuestra opinión aun cuando se tiene un consentimiento informado, si no hay un 
equilibrio en los riesgos asumidos por cada parte o una contraprestación efectiva en beneficio del 
consumidor al incorporarse dicha cláusula deberíamos considerar dicha cláusula abusiva por contraria a la 
definición general del artículo 82 del TRLGDCU. 
 
D - Cláusula de intereses remuneratorios y moratorios 
1. Intereses remuneratorios 
Los intereses remuneratorios han sido examinados por nuestro Tribunal Supremo, quien era reticente a 
aplicar la Ley de Usura116 a los intereses remuneratorios cuando se establecía con base en un tipo 
referencial objetivo e independiente; así mismo, la conformidad con el TRLGDCU se realiza con base en 
los criterios establecidos para las cláusulas de intereses variables117. Por otro lado, cuando se estableciere 
un tipo de intereses fijo, el Tribunal Supremo consideró el análisis tan solo por la LU118, dado que resta 
excluido de la valoración de la abusividad las cláusulas de definición del objeto principal del contrato, 
previsto en el artículo 4.2 de la Directiva 93/13/CEE no transpuesto a nuestro ordenamiento por lo que 
cabría su valoración119. 
 
2. Intereses moratorios 
Hecho este apunte, podemos entrar a analizar los intereses moratorios, cláusula cuya abusividad sí que es 
revisada por nuestros tribunales. 
Los intereses moratorios o de demora “punitivos” han sido considerados por la jurisprudencia con unas 
características especiales, siendo autónomos del contrato de préstamo y de sus intereses 
remuneratorios120. Hemos podido ver como pese a declararlos como una cláusula penal121, nuestro 
                                                 
114 En contrario de dicha interpretación han resuelto SJM, num.2, Málaga de 23 de mayo de 2003 (en juicio 
ordinario Nº 20/13) y SJPI, num. 4,  Ourense de 13 de mayo de 2013 (SJPI 95/2013) en aplicación del artículo 1303 
CC y del artículo 1.6 del CC de vinculación a la Ley y no a la jurisprudencia. 
115 NASARRE AZNAR, Sergio; “Malas prácticas bancarias en la actividad hipotecaria”; ob. cit., pp. 2677 – 2679. 
116 Ley, de 23 de julio de 1908, sobre nulidad de los contratos de préstamos usurarios (en adelante, LU). 
117  Expuesto en el epígrafe “B - Cláusulas de Interés variable” del capítulo segundo (p.30). 
118 STS 18 de junio de 2012 (Cendoj Roj. STS 5966/2012), 22 de febrero de 2013 (Cendoj Roj. STS 867/2013) y 1 
de marzo de 2013 (Cendoj Roj. STS 1046/2013). 
119 STS 18 de junio de 2012 (Cendoj Roj. STS 5966/2012). 
120 STS 25 de marzo de 2009 (Cendoj Roj. STS 1544/2009). 
121 El TJUE ha prohibido que se entre a moderar la cláusula penal si se considerar como cláusulas abusivas (tras 
declarar su carácter abusivo): STJUE de 30 de mayo de 2013, caso nº 488/11, asunto Asbeek Brusse y de Man 
Garabito. 
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Tribunal Supremo no los ha sometido a la facultad moderadora por los tribunales prevista en el artículo 
1154 del CC por considerar el retraso incompatible con el cumplimiento parcial o irregular122. 
El análisis de su abusividad lo debemos realizar partiendo de aquello establecido por el TJUE, es decir, 
del clausulado que surgiría de una negociación individualmente establecida, que nos llevaría a considerar 
como intereses base o comunes los intereses del artículo 1108 del CC (aplicable en defecto de pacto – 
interés legal del dinero previsto anualmente en los PGE) y los intereses remuneratorios pactados (en su 
momento o los que resulten devenidos en el momento de impago si se pacto un interés variable). 
Estas cláusulas podrían ser incorporadas en el artículo 88.1 del TRLGDCU, especialmente por la 
jurisprudencia que los entiende como una cláusula penal, por lo que serían nulas por abusivas siempre o 
solo cuando fueren desproporcionales al riesgo asumido (si consideramos que es necesario llenar de 
contenido dicha disposición). Si no consideramos su incorporación en dicho artículo, en nuestra opinión 
también podría concurrir en la definición general de cláusula abusiva. 
Así mismo, parte de la jurisprudencia ha entendido que los intereses moratorios, en principio con 
finalidad indemnizatoria, encubren un fin remuneratorio por lo que caen dentro del ámbito de aplicación 
de la LU por la que serán nulos123. 
La jurisprudencia ha entendido que se consideran abusivas las cláusulas de intereses de demora del 29% 
anual124, teniendo en cuenta como el interés de demora normal en la integración el de 2,5 veces superior 
al interés legal del dinero, límite máximo para los intereses de demora de préstamos al consumo125. 
Al respecto, podemos observar como en algunas Juntas de Jueces, también se trató dicha cuestión 
variando la consideración de abusividad entre el de 2,5 veces126 y 3 veces127 el interés legal del dinero128.  
La nulidad de esta cláusula, especialmente tras la STJUE caso Calderón en el que se prohibía la 
integración, conlleva que no se devengue interés moratorio alguno ante el incumplimiento del deudor129. 
La problemática que hemos planteado respecto a la integración del contrato que contiene cláusulas 
abusivas por previsión legal, es decir, sustituir la cláusula abusiva por una cláusula legal en lugar de dejar 
el contrato incompleto (sin cláusula alguna)130; ha sido superada por nuestro Legislador con la Ley 
1/2013. En esta Ley nuestro Legislador establece que los intereses de demora no podrán ser superiores a 
tres veces el interés legal131, que será inferior en caso de que el deudor fuera una persona sin recursos o 
                                                 
122 SSTS 10 de octubre de 2001 (Cendoj Roj. STS 7752/2001) y 23 de setiembre de 2010  
(Cendoj Roj. STS 6109/2010). 
123 SAP Valencia, sección 8ª, 28 de diciembre de 2007 (Cendoj Roj. SAP V 3414/2007) que declara la validez de los 
intereses de demora del 30% anuales por no usurarios. 
124 STS 23 de setiembre de 2010 (Cendoj Roj. STS 6109/2010). 
125 Establecido en el artículo 19.4 de la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito al Consumo, actualmente artículo 
20.4 de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo (en adelante, LCC y LCCC). 
126 Junta de Jueces de Primera Instancia de Barcelona celebrada el 4 de abril de 2013. 
127 Junta de Jueces de Primera Instancia y de lo Mercantil de Santander celebrada el 22 de marzo de 2013 y Junta de 
Jueces de Primera Instancia de Valencia celebrada el 13 de abril de 2013. 
128 Esta práctica seria contraria a la STJUE de 30 de mayo de 2013, caso nº 488/11, asunto Asbeek Brusse. 
129 Discusión mantenida en el epígrafe “Efectos de las cláusulas abusivas – Nulidad de pleno derecho” del capítulo 
primero de este trabajo (p. 20) en la que concluía que no procedía la integración ni del precepto 1108 del CC. 
130 Así lo ha entendido el Juzgado de lo Mercantil del caso Aziz – SJM Barcelona 2 de mayo de 2013  
(SJM B 21/2013) 
131 Artículo 3.2 de la Ley 1/2013 que añade el párrafo tercero al artículo 114 de la LH. 
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especialmente vulnerable; norma que será de aplicación a los préstamos y créditos hipotecarios para la 
adquisición de la vivienda habitual constituidos antes de la entrada en vigor de la Ley 1/2013 no 
devengados o devengados pero no satisfechos132. Dicha problemática se reproduce en la cláusula de 
vencimiento anticipado. 
 
E - Cláusula de compensación de deudas con los depósitos del deudor en la 
misma entidad bancaria 
Dicha cláusula consiste en compensar las deudas derivadas del crédito o préstamo hipotecario con los 
depósitos (positivos) que mantenga el deudor hipotecario en la misma entidad bancaria (acreedora 
hipotecaria). Podemos observar respecto a esta cláusula un cambio de opinión por nuestro Tribunal 
Supremo. En las primeras resoluciones que examinaron esta cláusula el Tribunal Supremo entro en el 
fondo de dichas cláusulas y declaro su abusividad, a la par con la doctrina que las considera sorprendente, 
especialmente en «contratos de cuenta corriente mancomunados donde deben actuar conjuntamente para 
la retirada de fondos» todos los titulares. Por el contrario, el Tribunal Supremo varió de criterio y 
entendió que será valida dicha cláusula cuando estuviere redactada de forma transparente, clara, concreta 
y sencilla133. 
En nuestra opinión dicha cláusula debería ser declarada nula por concurrir en las disposiciones del 
artículo 88.1 del TRLGDCU que establece la nulidad de las cláusulas abusivas por imponer al 
consumidor una garantía desproporcional al riesgo asumido. 
 
F - Cláusula que vincula el préstamo con la contratación y mantenimiento de un 
seguro de daños o de amortización  
Estas cláusulas las establecen las entidades bancarias como requisito necesario para la concesión del 
crédito y suelen ir acompañadas de la correspondiente cláusula de vencimiento anticipado por impago de 
una cuota del seguro (las cláusulas de vencimiento anticipado las estudiaré más adelante). 
La contratación de un seguro multiriesgo del hogar no resulta de por sí una cláusula abusiva dado que 
beneficia por igual al consumidor (deudor) quien será el que perciba la indemnización y a la entidad 
bancaria titular de la hipoteca dado que se producirá una subrogación real de la indemnización por el 
inmueble hipotecado por los artículos 1877 del CC, 110.2 de la LH y entendido así por la 
jurisprudencia134. Por el contrario, sería abusiva la cláusula en la que se estableciere la cesión de todos los 
derechos del propietario del bien inmueble sobre la indemnización a la entidad de crédito dado que el 
artículo 110.2 de la LH establece expresamente la subrogación real de la indemnización por la garantía no 
suponiendo modificación alguna en la situación del acreedor. 
                                                 
132 Disposición transitoria Segunda de la Ley 1/2013. 
133 STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
134 STS 30 de julio de 1999 (Cendoj Roj. STS 5492/1999). 
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Por su parte, la contratación de un seguro de amortización para el caso de impago del deudor debido a su 
muerte o invalidez (son las más comunes, aunque actualmente se podría plantear dicho seguro por el 
riesgo de paro, reducción de ingresos o retribuciones o jubilación anticipada del deudor) considero que 
debería considerarse abusiva dado que se establece la imposición de unos servicios que el consumidor no 
ha solicitado en virtud del articulo 89.4 del TRLGDCU; autores como Múrtula Lafuente entienden que 
solo serán abusivas cuando se obligue a contratar un servicio concreto ofrecido por la propia entidad, una 
del grupo o con otra entidad determinada por la entidad financiera135. 
 
G - Cláusula de redondeo al alza 
El redondeo es una práctica necesaria dado que no se pueden ir arrastrando decimales infinitamente. De 
modo que de por sí la cláusula o práctica bancaria de redondeo no tendría relevancia fáctica ni jurídica. 
Podemos observar dicha aceptación en la disposición adicional 12ª de la Ley 44/2002136. El problema se 
plantea cuando se establece la cláusula o se realiza la práctica bancaria de redondear siempre al alza en 
perjuicio de los consumidores o demás clientes de la entidad, se llegó a incorporar en la cláusula la 
porción de redondeo al alza (un cuarto de punto, medio punto, un cuartillo,…). 
Existen numerosas sentencias de la jurisprudencia menor que declaran la nulidad de pleno derecho de 
dichas cláusulas por abusivas, pero hasta 2010 no llegaron las primeras sentencias del Tribunal Supremo 
declarando su abusividad en demandas de asociaciones de consumidores137. 
Se encuentra incorporada en el listado gris de cláusulas abusivas que recoge el Legislador comunitario en 
el anexo de la Directiva 93/13/CEE, prohibida por el Legislador en el artículo 87.5, en su lista negra del 
TRLGDCU. 
 
H - Cláusula de cálculo de interés anual y posterior división en mensualidades o 
en días 
En este punto podemos observar dos tipos de cláusulas diferentes pero que devienen de una misma base: 
las entidades financieras calculan y cobran intereses sobre capital ya amortizado138.  
Podemos observar el sistema de cálculo que ha recibido el nombre de sistema Francés o de cuotas 
constantes. Mediante esta cláusula la entidad bancaria realizaba el cómputo de los intereses anualmente y 
lo dividía entre los meses o los días del año, de modo que el contratante pagaría intereses por el capital 
                                                 
135 MÚRTULA LAFUENTE, Virginia; “La protección frente a las cláusulas abusivas en préstamos y créditos”; ob. 
cit., pp. 240 y 241. 
136 Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero (en adelante, Ley 44/2002). 
Disposición adicional 12ª de la Ley 44/2002: «En los créditos y préstamos garantizados mediante hipoteca, caución, 
prenda u otra garantía equivalente que, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se formalicen a tipo de interés 
variable, podrá acordarse el redondeo de dicho tipo. En el supuesto anterior, el redondeo del tipo de interés habrá de 
efectuarse al extremo del intervalo pactado más próximo, sin que éste pueda sobrepasar al octavo de punto.». 
137 SSTS 4 de noviembre de 2010 (Cendoj Roj. STS 6062/2010) y 29 de diciembre de 2010  
(Cendoj Roj. STS 7551/2010). 
138 Aun la declaración por el TS como cobo de lo indebido no estoy en condiciones de afirmar que dicha práctica ya 
no la realizan. 
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que ya habría amortizado, o amortizaría durante el año. El Tribunal Supremo139 declaró que concurría un 
cobro de lo indebido dada la amortización de capital trimestralmente, que no se reflejaba en una 
reducción del capital base de cálculo de los intereses. 
Además, se observó que la división en días se solía realizar por un número inferior al real del año natural 
(de 365 días o de 366 días si es bisiesto), en 360 días/año140 o en 365 días/año (siendo el año natural 
bisiesto)141. Esta divergencia suponía que el deudor acababa pagando más de lo que le correspondería. 
Nuestro Tribunal Supremo142 declaro su prohibición pero la permitió con posterioridad, aun ser contraria 
al artículo 60 del Código de Comercio. 
Estas cláusulas no se encuentran  recogidas como abusivas en el TRLGDCU ni han sido declaradas como 
tales por nuestros tribunales. 
 
I - Cláusula de anatocismo  
El pacto o cláusula de anatocismo o de capitalización de intereses supone el devengo de intereses de los 
intereses ya vencidos y no pagados. El Code Napoleon los prevé pero como no capitalizados hasta al 
menos un año entero después de vencidos143. Esta misma idea mantiene el Draft Common Frame of 
Reference144 en su artículo III.-3:709145. En nuestra legislación civil se establece el no devengo de 
intereses por los intereses vencidos hasta no ser reclamados judicialmente (artículo 1109 del CC), 
mientras que en la legislación mercantil (en el artículo 317 del Código de Comercio) se establece la no 
capitalización de los intereses. Por pacto la jurisprudencia ha permitido el anatocismo incluso en materia 
mercantil146. Consideramos que en este caso debería respetarse la LCGC.  
Por su parte, la doctrina de la DGRN ha mantenido la calificación negativa de la inscripción de la cláusula 
de anatocismo, no permitiendo su acceso al registro.147148 
 
                                                 
139 SSTS 8 de abril de 1994 (2313/1994) y 10 de octubre de 2001 (7752/2001). 
140 Incrementa en un 1,389% los intereses o en un 1,667% los intereses si el año natural es bisiesto. 
141 En este caso el incremento es del 0,274%. 
142 La STS 4 de octubre de 1994 (6271/1994 y 20976/1994) prohibió dicha práctica pero con la STS 20 de diciembre 
de 2006 (7947/2006) nuestro Tribunal Supremo la permitió. 
143 Artículo 1154 del Code Napoleon: « Les intérêts échus des capitaux peuvent produire des intérêts, ou par une 
demande judiciaire, ou par une convention spéciale, pourvu que, soit dans la demande, soit dans la convention, il 
s'agisse d'intérêts dus au moins pour une année entière.». 
144 El marco común de referencia (en adelante, DCFR). 
145 Artículo III.-3:709 del Draft Common Frame of Reference «When interest to be added to capital: (1) Interest 
payable according to the preceding Article is added to the outstanding capital every 12 months. (2) Paragraph (1) of 
this Article does not apply if the parties have provided for interest upon delay in payment.». 
146 SSTS 8 de noviembre de 1994 (Cendoj Roj. STS 7200/1994), 30 de diciembre de 1997 (Cendoj Roj. STS 
8048/1997), 7 de mayo de 1998 (Cendoj Roj. STS 2925/1998) y 4 de junio de 2009 (Cendoj Roj. STS 3875/2009). 
147 RRDGRN 20 de mayo de 1987, 20 y 21 de enero de 1998 y 16, 19 y 20 de mayo de 2008. 
148 Consideramos importante destacar la disyuntiva entre el TS y la DGRN que se ve acentuada dado que el Tribunal 
Supremo ha mantenido que los intereses de demora prescriben a los 15 años conforme al artículo 1964 del CC, a 
diferencia de los intereses remuneratorios que los hacen a los 5 conforme al artículo 1966 del CC y la DGRN no 
admite que la hipoteca asegure en perjuicio de terceros intereses por plazo superior a 5 años, exigiendo que se 
garanticen los intereses moratorios de forma separada y con una cifra de responsabilidad máxima. 
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J - Cláusula que restringen al hipotecado su facultad de uso del inmueble para 
actividades lícitas e inocuas o de prohibición de enajenación 
En virtud de esta cláusula la entidad bancaria limita las facultades del consumidor con el objetivo de 
mantener el valor de la garantía. Dicha cláusula la consideramos contraria al artículo 88.1 del 
TRLGDCU, como también ha hecho la jurisprudencia menor149. La materialización de los efectos de 
dicha cláusula podría ser, si esta inscrita en el Registro de la Propiedad la eventual impugnación del 
tráfico jurídico del inmueble o el vencimiento anticipado del préstamo150. 
Por otro lado, si  nos centramos en que ambas cláusulas limitan el poder de disposición del bien por el 
deudor hipotecante observaremos como «va directamente contra lo que es la causa de la hipoteca -causa 
únicamente de garantía y no de otorgamiento del dominio, que permanece en manos del hipotecante-»151 
por lo que se reputa su nulidad sin necesidad de recurrir a la normativa de protección de consumidores. 
 
K - Cláusula de vencimiento anticipado 
La LEC contempla la posibilidad de que por pacto se atribuya al acreedor la facultad de exigir el pago de 
la totalidad de la deuda por la falta de pago de alguno de los plazos, cuestión que fue discutida por el 
Tribunal Supremo antes de la LEC del 2000 dado que las cantidades que se reclaman no están vencidas 
en instarse la ejecución y la ley tan solo prevé la pérdida del beneficio del plazo para cuando el deudor 
resulte insolvente y la deuda no esté suficientemente garantizada (artículo 1129 CC)152. Con la aprobación 
de la LEC de 2000, en especial con su artículo 693, el Legislador modificó dicha postura y obligó a 
entender los artículos 1125, 1127 y 1129 del CC como dispositivos153. Debemos tomar en consideración 
que «negarle carácter real a las cláusulas de vencimiento anticipado – supondría – que el acreedor solo 
podría ejecutar por impago cuando haya un tercero poseedor o en el caso de que hubiere vencido el plazo 
de pago originariamente pactado de 20 o 30 años»154. 
Las cláusulas de vencimiento anticipado plantean dos problemas fundamentales: si dicha cláusula no está 
inscrita pero consta en la escritura o en el contrato será efectiva y si las cláusulas de vencimiento 
anticipado pueden incorporar diferente causa de la de impago de algún plazo. En cuanto a la primera, 
resulta evidente la necesidad de que conste inscrita para la eficacia de dicha cláusula frente a terceros, 
mas frente al deudor podrían surgir dudas respecto a su vinculación por su incorporación en el contrato. 
La DGRN155 estableció la necesidad de su inscripción para dotar a la cláusula de eficacia ejecutiva 
                                                 
149 SJM, num. 9, Madrid de 8 de setiembre de 2011 (Cendoj Roj. SJM M 95/2011). 
150 Analizaré las cláusulas de vencimiento anticipado por arrendamiento de la finca u otra disposición sobre el uso 
del inmueble más adelante. 
151 NASARRE AZNAR, Sergio; “Malas prácticas bancarias en la actividad hipotecaria”; cit., p. 2683. 
152 STS 27 de marzo de 1999 (Cendoj Roj. STS 2155/1999). 
153 SSTS 7 de febrero de 2000 (Cendoj Roj. STS 826/2000) y 12 de diciembre de 2008  
(Cendoj Roj. STS 6858/2008); así como STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009) que establece 
la validez (no abusividad) de la cláusula de vencimiento anticipado por impago de una cuota. 
154 MÚRTULA LAFUENTE, Virginia; “La protección frente a las cláusulas abusivas en préstamos y créditos”; ob. 
cit., p 158. 
155 RRDGRN 1 de octubre de 2010, 4 de noviembre de 2010, 21 de diciembre de 2010, 11 de enero de 2011, 8 de 
junio de 2011 y 16 de agosto de 2011.  
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conforme al procedimiento de ejecución hipotecaria en base a los artículos 9 y 130 de la LH. Respecto a 
la eventual incorporación de diferente causa de la de impago de alguna cuota debemos atender a la 
doctrina de la DGRN en cuanto permite su inscripción en el Registro de la Propiedad (si no consta 
inscrito no puede iniciar ejecución hipotecaria). En este punto debemos recordar que no todo lo que 
consta inscrito en el asiento debe ser objeto de calificación registral156, pero sí en la medida que tengan 
eficacia registral157  y su examen de abusividad será conforme a las cláusulas abusivas de los artículos 85 
a 90 que no requieren valoración de hechos (omitiré las cláusulas cuya argumentación en contra de su 
validez no se encuentre la condición de ser o no cláusula abusiva)158. 
 
1. Cláusula de vencimiento anticipado por incumplimiento de obligaciones del deudor 
El Tribunal Supremo ha entendido que solo cabe ante el incumplimiento de una obligación de especial 
relevancia, de otro modo resultaría desproporcional; así estableció la necesidad de examinar cada caso en 
particular para determinar la relevancia de la obligación cuyo incumplimiento determina el vencimiento 
anticipado del préstamo o crédito159. 
Podemos observar dos opiniones contrapuestas de nuestro Tribunal Supremo. La primera declaraba la 
nulidad de dichas cláusulas por abusivas «cuando cause un desequilibrio injusto en los derechos y 
obligaciones de las partes, por cuanto quede en manos de la entidad prestamista la unilateral 
determinación de lo que constituye incumplimiento a efectos de resolución del contrato»160 por 
contradecir el artículo 1124 del CC; por su parte, la segunda y mayoritaria este siglo (siglo XXI), entendía 
su licitud cuando la cláusula de vencimiento anticipado «se apoye en una causa justa y objetiva – 
verdadera y manifiesta dejación de las obligaciones de carácter esencial, como puede ser el 
incumplimiento por el prestatario de la obligación de abono de las cuotas de amortización del préstamo –, 
siempre que esta aparezca expresamente en el contrato, goce de la necesaria concreción, sea conforme 
con la naturaleza del contrato y tenga entidad suficiente como para fundamentar tan graves 
consecuencias»161. 
Opinión acogida por la DGRN que ha declarado la validez y la nulidad de la cláusula de vencimiento 
anticipado de manera casuística162. 
 
a) Por incumplimiento (genérico) 
                                                 
156 Expuesto en el epígrafe “Procedimiento para la declaración de cláusula abusiva – La revisión por registradores y 
notarios” del primer capítulo  de este trabajo (p.24). 
157 SAP Tarragona 1 de abril de 2011 (Cendoj Roj. SAP T 575/2011) que anula la RDGRN 24 de julio de 2008. 
158 Como expresamos en este trabajo en el epígrafe “Procedimiento para la declaración de Cláusula abusiva – La 
revisión por registradores y notarios” del primer capítulo de este trabajo (p.24), el registrador, en virtud del principio 
de legalidad, deberá realizar la calificación del título que pretende acceder al Registro de la Propiedad. 
159 STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
160 STS 27 de marzo de 1999 (Cendoj Roj. STS 2155/1999). 
161 SSTS 4 de junio de 2008 (Cendoj Roj. STS 2599/2008), 2 de diciembre de 2008 (Cendoj Roj. STS 6858/2008), 
16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009) y 17 de febrero de 2011 (Cendoj Roj. STS 515/2011). 
162 RRDGRN 1 de octubre de 2010 y 8 de junio de 2011 (hipoteca inversa) con citas a la jurisprudencia del TS en 
especial las sentencias 4 de junio de 2008 (Cendoj Roj. STS 2599/2008) y 16 de diciembre de 2009  
(Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
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En este punto (y los siguientes) podemos traer a colación lo expresado por el TJUE expuesto en el 
subapartado anterior. Esta cláusula ha sido declarada no inscribible por abusiva por la DGRN163. En este 
supuesto parece realmente obvio que se deja al arbitrio de una de las partes entender la determinación de 
cuando hay un incumplimiento del contrato, suponiendo dejar al arbitrio de la entidad financiera la 
valoración de la gravedad del incumplimiento que el TJUE exige para la validez de dicha cláusula y que 
reserva a la actividad jurisdiccional de los órganos judiciales del Estado. En esta cláusula se hace 
especialmente evidente su colisión con el artículo 1124 del CC que establece que son los Tribunales los 
que pueden declarar la resolución del contrato si considerasen de suficiente entidad el incumplimiento164. 
 
b) Por impago de una de las cuotas 
Podemos observar como la LH y la LEC165 prevé específicamente la incorporación de una cláusula con 
dicho contenido, de modo que podríamos suponer que nuestro Legislador la considera conforme a la 
buena fe y que no causa un desequilibrio importante, no siendo una cláusula abusiva166. Por el contrario, 
el TJUE en la sentencia del caso Aziz ha entendido que el juez nacional ha de interpretar su abusividad 
comprobando que el incumplimiento es esencial y grave en relación a la duración y cuantía del préstamo 
y que el consumidor puede remediarlo167. Consideramos importante recordar que nuestro ordenamiento 
no considera los remedios del incumplimiento, dicha figura es propia del derecho anglosajón que 
podemos ver recogida en los Principles of European Contract Law y el DCFR (“derecho civil 
comunitario”) pero no en nuestro ordenamiento jurídico. En nuestra opinión, el TJUE aboga por la 
abusividad de dicha cláusula conforme a la definición general por la falta de gravedad del incumplimiento 
y la imposibilidad de remediarlo168. 
Como hemos apuntado en el apartado de intereses de demora, en este punto nos encontramos con la 
problemática de la integración legal del contrato que contiene cláusulas abusivas. En la Ley 1/2013 se 
prevé la posibilidad de incorporar una cláusula de vencimiento anticipado ante el incumplimiento mínimo 
del pago de tres cuotas169. En dicho punto la Ley mantiene una notable diferencia respecto a los intereses 
de demora dado que no incorpora norma transitoria al respecto de modo que las cláusulas en las que se 
prevea el vencimiento anticipado por el incumplimiento de una sola de las cuotas deberá superar el 
                                                 
163 RDGRN 26 de octubre de 1987. 
164 Cuestión distinta podemos observar en el Convenio de Viena de 1980 de Compraventa Internacional de 
Mercancías y en derecho comparado. 
165 Artículo 135 de la LH y artículo 693 de la LEC. 
166 Como también lo ha entendido la jurisprudencia; SSTS 24 de octubre de 2003 (Cendoj Roj. STS 6557/2003),  
12 de diciembre de 2008 (Cendoj Roj. STS 6858/2008) y  16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
167 STJUE  14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, caso Aziz «[73]si la facultad del profesional de dar por vencida 
anticipadamente la totalidad del préstamo depende de que el consumidor haya incumplido una obligación que 
revista carácter esencial en el marco de la relación contractual de que se trate, si esa facultad está prevista para los 
casos en los que el incumplimiento tiene carácter suficientemente grave con respecto a la duración y a la cuantía del 
préstamo, si dicha facultad constituye una excepción con respecto a las normas aplicables en la materia y si el 
Derecho nacional prevé medios adecuados y eficaces que permitan al consumidor sujeto a la aplicación de esa 
cláusula poner remedio a los efectos del vencimiento anticipado del préstamo». 
168 Acogido por el Juzgado de lo Mercantil en el caso Aziz – SJM Barcelona 2 de mayo de 2013  
(Cendoj Roj. SJM B 1/2013). 
169 Artículo 7.13 de la Ley 1/2013 de modificación del artículo 693 de la LEC. 
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examen de abusividad y, aun si no fuera declarada abusiva, no podrá comportar el inició de un proceso 
ejecutivo dado que será inferior al mínimo exigido por la actual norma y las modificaciones realizadas en 
la LEC serán de aplicación a los procesos iniciados tras la entrada en vigor de la Ley 1/2013170. 
 
 
c) Por impago de una prima del seguro 
Esta cláusula ha tenido acceso al Registro de la Propiedad por reiterada doctrina de la DGRN171, de modo 
que permitía la cláusula de vencimiento anticipado si no se aseguraba la finca durante todo el periodo de 
tiempo de duración de la hipoteca sobre la base de la importancia que tiene el seguro en la conservación 
de la garantía. Opinión acogida en primer momento por el Tribunal Supremo pero declarada abusiva con 
posterioridad172.  
Conforme a la STJUE caso Aziz se debería valorar la gravedad del incumplimiento. En este caso no 
consideramos que sea el incumplimiento de una obligación esencial del contrato y si así lo entendiera el 
Tribunal debería darse opción al consumidor para que lo remediase, contratando otro seguro para los 
mismos riesgos. 
En nuestra opinión, ésta es una cláusula abusiva en virtud del artículo 88.1 por desproporción de la 
garantía impuesta respecto al riego asumido hasta no incurrir en los supuestos del artículo 1129 del CC. 
 
d) Por denegación de la inscripción de la escritura pública de inscripción de la hipoteca 
Dicha cláusula ha sido considerada abusiva por el Tribunal Supremo173, por considerar que «es de la 
entidad bancaria la carga de comprobar el Registro antes de subscribir el préstamo». Consideramos que 
en dicha cláusula se hace especialmente evidente la vulneración de la regla general prevista en los 
artículos 1125 y 1127 del CC; produciéndose el vencimiento anticipado cuando el deudor no otorgue al 
acreedor las garantías a las que estuviese comprometido (1129.2º del CC), si la denegación de la 
inscripción fuere insubsanable y por causa imputable al  deudor o subsanable y no la subsanare 
concurríamos en el artículo 1129.2º perdiendo el deudor el benefició del plazo.  
 
e) Por muerte del deudor 
Dicha cláusula de vencimiento anticipado por muerte del deudor resulta habitual en las hipotecas inversas 
o en garantía de cuenta corriente dado que la muerte supondrá el cierre de la cuenta corriente pero resulta 
raramente establecida en los contratos de créditos o préstamos garantizados con hipoteca. El vencimiento 
que se deriva de dicha cláusula no deviene un vencimiento anticipado sino que deberíamos entender como 
                                                 
170 Disposición Transitoria 4 de la Ley 1/2013. 
171 RRDGRN 22 de julio de 1996 y 22 de marzo de 2001. 
172 La STS 12 de diciembre de 2008 (Cendoj Roj. STS 6858/2008) la permite, mientras la  
STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009) la declaro abusiva. 
173 STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
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un término final resolutorio (y no una condición resolutoria) al contrato dado que la muerte de una 
persona seguro que llegará, momento en el que se devengara la amortización174. 
En caso de establecerse en los contratos de préstamo o crédito hipotecario consideramos que la cláusula 
de vencimiento anticipado no podría tener entrada en el Registro de la Propiedad dado que supondría la 
afectación a un tercero de un periodo incierto de vencimiento de la obligación. Podríamos entender que se 
trata de una cláusula sorprendente pero como hemos reiterado las cláusulas sorprendentes no son per se 
nulas, por lo que su abusividad la debemos examinar respecto a la definición principal del artículo 82 de 
el TRLGDCU y la lista negra de los artículos 85 a 90 del mismo cuerpo legal. 
Al respecto entiendo que la validez de dicha cláusula supondría observar, como parte de la doctrina 
entiende, su validez, que la garantía del acreedor es el incentivo real para el deudor en pagar «si la finca 
sigue constituyendo su vivienda habitual, y no la de un inquilino al que no le importa el asunto»175 ni la 
finca en si. Discrepancia que ya había adquirido cierta relevancia en la discusión de la validez de la 
cláusula de vencimiento anticipado por arriendo de la finca176 y que el Tribunal Supremo no acogió177, 
sentenciando conforme a la ineficacia del principio de purga en aquel caso. 
 
f ) Por embargo de bienes del deudor o su insolvencia 
Dicha cláusula supondría excepcionar el artículo 1127 del CC y contravenir el 1129 del CC dado que con 
la hipoteca la deuda estaría garantizada con la mayor garantía que establece nuestro ordenamiento 
jurídico (a excepción de la responsabilidad universal del artículo 1911 del CC). La declaración de abusiva 
resulta para «evitar que cualquier incidencia negativa en el patrimonio del prestatario, efectiva o eventual, 
pueda servir de excusa al profesional -predisponente- para ejercitar la facultad resolutoria contractual.»178. 
En virtud de dicha cláusula restaría al arbitrio del profesional la facultad de resolución del contrato, 
subsumible como cláusula abusiva en los artículos 85 y 87 del TRLGDCU. 
 
g) Por arrendar la finca o cualquier otra forma de disposición del  uso de la finca 
Ha sido considerada válida en caso de que el arriendo fuera para uso de vivienda dado que la Ley de 
Arrendamientos Urbanos179 en su artículo 13 establecía la protección del arrendador que no podía ser 
removido de su vivienda (si no incumple el contrato) por un periodo de 5 años; no operando el principio 
de purga de todas las relaciones jurídicas derivadas con posterioridad a la inscripción de la hipoteca180. La 
DGRN, contrariamente a su anterior doctrina181, declaró la validez de la cláusula de vencimiento 
                                                 
174 RDGRN 4 de noviembre de 2010. 
175 CARRASCO PERERA, Ángel; “Cláusulas bancarias válidas y nulas”. En Actualidad Jurídica Aranzadi num. 
800/2010 parte Tribuna; Pamplona : Editorial Aranzadi, SA, 2010. 
176 Tratado con mayor profundidad en el epígrafe de este trabajo “Cláusula de vencimiento anticipado… por 
incumplimiento de obligaciones del deudor – Por arrendar la finca o cualquier otra forma de disposición del  uso de 
la finca” del capítulo segundo de este trabajo (p. 43). 
177 STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
178 STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
179 Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos (en adelante, LAU). 
180 Declaradas validas por la STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
181 RDGRN 27 de enero de 1986. 
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anticipado en caso de ineficacia del principio de purga182. Con la Ley 4/2013 se modifico el artículo 13 de 
la LAU permitiendo actuar el principio de purga en todo caso, aquel arrendamiento inscrito en el Registro 
de la Propiedad con anterioridad al derecho de hipoteca será respetado, como sucede con los derechos 
reales sobre la finca inscritos con anterioridad a la inscripción de la hipoteca. Esta modificación 
consideramos que conlleva la abusividad de dichas cláusulas de vencimiento anticipado dado que no 
supondría perjuicio alguno al acreedor hipotecario. 
También ha sido declarada valida la cláusula que establece el vencimiento anticipado en caso de 
producirse arriendos gravosos o dañosos. Entendiéndose por tales los que supone una «minoración del 
valor de la finca en las perspectiva de la realización forzosa»183 
Salvo estos dos eventuales contratos de arrendamiento que podrían perjudicar al acreedor hipotecario184, 
otra cláusula que limite el poder de disposición sobre la finca del deudor por el acreedor ha sido declarada 
como cláusula abusiva185. Consideramos que la constitución de un usufructo, un derecho de habitación, 
un arrendamiento distinto al de vivienda, no son oponibles al acreedor hipotecario cuya hipoteca fue 
inscrita con anterioridad a la constitución o inscripción (si el acreedor es de buena fe) de dichos derechos. 
Estas cláusulas son contrarias al artículo 86.7 por establecer la renuncia o limitación a los derechos del 
consumidor y al 88.1 por imponer al consumidor una garantía desproporcionada, así como por limitar la 
posesión del bien que en la hipoteca se mantiene en manos del deudor (hipotecado)186. 
 
2. Cláusula de vencimiento anticipado a voluntad del deudor (amortización anticipada) 
Consideramos imprescindible apuntar que se produce una amortización anticipada cuando el deudor antes 
de llegado el plazo paga la deuda, mientras que el vencimiento anticipado es la reclamación por el 
acreedor de toda la deuda antes de la llegada del plazo. Respecto de la cláusula contraria a la estudiada en 
el apartado anterior, Calvo González-Vallinas defiende la denegación de la inscripción de la cláusula de 
amortización anticipada a voluntad del deudor por ser una cláusula personal, pero con reparos dado que 
podría conllevar efectos para terceros187. Mediante la argumentación de la denegación de la inscripción de 
dicha cláusula podemos justificar la falta de reciprocidad de las cláusulas de vencimiento anticipado 
previstas en la mayoría de contratos de créditos o préstamos hipotecarios. 
 
                                                 
182 RRDGRN 1 de octubre de 2010 y 8 de junio de 2011 con citas a la jurisprudencia del TS en especial las 
sentencias 4 de junio de 2008 (2599/2008) y 16 de diciembre de 2009 (8466/2009). 
183 STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
184 Tras la Ley 4/2013 tan solo la cláusula de vencimiento anticipado por arriendo gravoso o dañoso perjudica al 
arrendador hipotecario. 
185 SSTS 4 de junio de 2008 (Cendoj Roj. STS 2599/2008) y 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009) 
y RRDGRN 1 de octubre de 2010 y 8 de junio de 2011. 
186 Expuesto en el epígrafe “Cláusula que restringen al hipotecado su facultad de uso del inmueble para actividades 
licitas e inocuas o de prohibición de enajenación” del segundo capítulo de este trabajo (p. 38). 
187 CALVO GONZÁLEZ-VALLINAS, Rafael; “Las cláusulas de la hipoteca”; ob. cit., p. 99 «en principio parece 
una cuestión inter partes; si el deudor paga anticipadamente y dicho pago lo acepta el acreedor, procede la 
cancelación anticipada de la hipoteca. Sin embargo, a favor de la inscribibilidad se alega que puede permitir la 
oponibilidad de dicho pacto contra el adquirente o cesionario del crédito y también proporciona información al 
tercer adquirente de la finca a los efectos del pago de la deuda por tercero». 
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L - Cláusula de devengó de los intereses remuneratorios de todas las cuotas 
pendientes ante un vencimiento anticipado 
En virtud de dicha cláusula, la entidad financiera podía reclamar al deudor los intereses remuneratorios 
que corresponderían a las cuotas pendientes de pago en caso de vencimiento anticipado por cualquier 
causa. Ha sido considerada abusiva dado que supondría que se devengaran intereses de cuotas no 
vencidas188. La jurisprudencia menor ha entendido que esta es una cláusula penal que puede ser objeto de 
moderación por los tribunales conforme al artículo 1154 del CC189. Las entidades Financieras han 
reaccionado ante la nulidad de dichas cláusulas estableciendo comisiones por amortización anticipada. 
 
 
M - Cláusula de variación del tipo de interés en una amortización anticipada  
Dicha cláusula carece de eficacia dada la nulidad de la cláusula anterior, si estamos ante una amortización 
total de la deuda. En virtud de dicha cláusula, en producirse la amortización anticipada se devengarían los 
intereses por el periodo que restaba para la llegada del plazo; suponiendo una cláusula penal al ejercicio 
de la facultad que se le atribuye al deudor en virtud del artículo 1211 del CC. Dicha cláusula podríamos 
considerarla sorprendente, pero dicha calificación no nos aportaría nada a la determinación como cláusula 
abusiva dado que éstas no son consideradas por nuestro Legislador per se abusivas.    
En nuestra opinión correría la misma suerte que la cláusula anteriormente analizada. 
Mayor problema podría conllevar dicha cláusula prevista para el caso de una amortización anticipada 
parcial. En este caso, consideramos que se estaría realizando una modificación unilateral del contrato que 
podría conllevar dejar al arbitrio de una de las partes el devenir del contrato, dado que el prestador 
(entidad bancaria) podría de facto poner fin al contrato, mediante una subida del tipo. En este caso seria 
de aplicación o reproducción la argumentación dada para la validez o abusividad de las cláusulas de 
interés variable190. 
 
N - Cláusula de vinculación del porvenir del contrato a todo su clausulado 
Dicha cláusula ha sido entendida por nuestro Tribunal Supremo como abusiva por ser contraria al artículo 
83 del TRLGDCU que establece la nulidad parcial del contrato por la concurrencia de cláusulas abusivas, 
a diferencia de la invalidez o nulidad del contrato generalmente contemplada en caso de contradecir una 
norma imperativa (artículo 1300 del CC). En este punto podríamos traer a colación la argumentación 
realizada por el TJUE en contra de la integración del contrato cuando una cláusula de éste fuera declarada 
nula191. 
 
                                                 
188 STS 2 de noviembre de 2000 (Cendoj Roj. STS 7943/2000). 
189 Siendo unos ejemplos las SAP Asturias, sección 4ª, 27 de diciembre de 2001 (Cendoj Roj. SAP O 5153/2001) y 
SAP Asturias, sección 5ª, de 27 de junio de 2002 (Cendoj Roj. SAP O 2636/2002). 
190 Expuesto en el epígrafe “Cláusulas de Interés variable” del capítulo segundo de este trabajo (p. 30). 
191 STJUE 14 de junio de 2012,  asunto nº 618/10, caso Calderón, expuesto en el epígrafe “Efectos de las cláusulas 
abusivas – Nulidad de pleno derecho” del Capítulo Primero de este trabajo (p.20). 
 48 
O - Cláusula de liquidación unilateral de la deuda impagada ante falta de acuerdo 
Mediante el pacto o cláusula de liquidez la entidad financiera se atribuye la facultad de determinar la 
cuantía de la deuda por la cual se inicia el procedimiento ejecutivo; dicho tramite es procesal y se 
encuentra específicamente permitido (pudiéndolo realizar un notario) por la LEC en sus artículos 573 y 
574, por remisión del artículo 685.2 del mismo cuerpo legal192. El TJUE en la sentencia del caso Aziz193 
establece el necesario examen de si dificulta la defensa del consumidor; en el caso Aziz el juzgado de lo 
mercantil así lo considero por lo que la declaró abusiva194. Podríamos entender que la reclamación que 
verse sobre la cuantía de la deuda deberá ventilarse en el correspondiente proceso declarativo (artículo 
698 de la LEC), por lo que la cláusula no será contraria a la buena fe mientras el procedimiento de 
ejecución hipotecaria se mantenga en estos términos, siendo el procedimiento de ejecución hipotecario el 
contrario al ordenamiento comunitario. 
 
P - Cláusula de garantía de las costas procesales 
Dicha cláusula consiste en introducir en la cuantía garantizada por la hipoteca las costas del proceso 
ejecutivo, hasta una determinada cantidad. El Tribunal Supremo195 ha entendido que será abusiva cuando 
establezca a cargo del deudor las eventuales costas del proceso que se siguiera derivado del 
incumplimiento por el prestatario y del ejercicio de la garantía hipotecaria, por ir en contra del artículo 
394 de la LEC. En estos momentos se encuentra incorporado en el artículo 86.7 del TRLGDCU. Por el 
contrario, es valida la cláusula que establece que el bien hipotecado garantiza las costas procesales para el 
eventual caso de que el hipotecado fuera condenado a su pago (existiendo un límite  máximo a dicha 
garantía). 
 
                                                 
192 Declarando su legalidad la STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
193 STJUE 14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, caso Aziz [75]. 
194 SJM Barcelona 2 de mayo de 2013 (Cendoj Roj. SJM B 21/2013). 
195 STS 16 de diciembre de 2009 (Cendoj Roj. STS 8466/2009). 
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Capítulo 3.- Afectación de la STJUE de 14 de marzo de 2013, 
caso Aziz  
 
A- Introducción  
La STJUE de 14 de marzo de 2013, caso Aziz, ha provocado un gran revuelo en la sociedad española. Ya 
en los días anteriores a que se publicara se podía leer o escuchar en los mass media todo tipo de 
especulaciones sobre su contenido con base en las conclusiones de la Abogado General Sra. Juliane 
Kokott196. Dicho murmullo se amplificó con la llegada de la sentencia que abrió telediarios y ocupó las 
portadas de numerosos periódicos. Pero muchos de los comentarios que se escucharon no provenían de 
juristas, sino de periodistas o tertulianos que con mayor o menor acierto han creado una opinión pública 
que considera conclusa y finiquitada por el Alto Tribunal Comunitario la legislación hipotecaria española, 
en especial la Ley Hipotecaria. 
Nuestro refranero popular cuenta con expresiones que quizás serian aplicables al caso como que “Una 
mentira dicha 1000 veces no la convierte en verdad”, mas así también podría aplicarse aquella que “toda 
mentira tiene detrás algo de verdad”. 
En este punto se encuentra este trabajo; intentaré desgranar la realidad que subyace tras la sentencia y 
llegar al sustrato jurídico de las consecuencias que podrían derivarse de la STJUE de 14 de marzo de 
2013, caso Aziz. 
 
B- La STJUE de 14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, caso Aziz 
El supuesto del Sr. Aziz parte de que contrató un préstamo hipotecario con una entidad bancaria 
(Catalunyacaixa) a devolver en 33 anualidades, que corresponden a 396 mensualidades. Llegado el final 
del primer año incumple su obligación y la entidad bancaria ejecuta la hipoteca, siendo adjudicada la 
vivienda a la misma entidad bancaria por el 50% de su valor por resultar la subasta desierta (conforme al 
artículo 129 de la LH, que remite al artículo 671 de la LEC, entonces vigentes). 
Tras dicha ejecución, el Sr. Aziz inicia un proceso declarativo ante el juzgado de lo mercantil nº 3 de 
Barcelona para que se declare la nulidad de la cláusula de intereses moratorios por abusiva y se declare 
nula la ejecución. El juzgado de lo mercantil observa la eventual nulidad de ésta y otras cláusulas del 
contrato, la imposibilidad de alegar lo aquí demandado en el procedimiento ejecutivo y la imposibilidad 
del juez de anular la ejecución realizada, hecho que considera contrario al derecho comunitario por lo que 
presenta la cuestión prejudicial al TJUE. 
En esta sentencia el Alto Tribunal Comunitario resuelve esta cuestión prejudicial planteada por el juzgado 
de lo mercantil nº 3 de Barcelona en el que se cuestiona la conformidad al derecho comunitario, en 
concreto a la Directiva 93/13/CEE, del procedimiento de ejecución hipotecaria y la abusividad de las 
                                                 
196 Conclusiones de la Abogado General Sra. Juliane Kokott, presentadas el 8 de noviembre de 2012, asunto  
nº 415/11, caso Aziz. 
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cláusulas de vencimiento anticipado por impago de una cuota, de intereses moratorios del 18,75% anuales 
y de liquidación por la propia entidad de crédito de la cuantía impagada.  
El Tribunal, tras admitir a trámite todas las cuestiones, resuelve sobre el fondo en dos puntos, que 
analizaré a continuación no sin antes apuntar que la argumentación utilizada por el Alto Tribunal 
Comunitario también vincula y no solo el fallo. Ahora apuntaré el fallo y más adelante profundizaré en su 
argumentación. 
La primera cuestión que resuelve el TJUE es que un procedimiento, como el de ejecución hipotecaria 
español, en el que no se permite la alegación y declaración de la abusividad de un cláusula así como 
adoptar todas las medidas que el Tribunal considere oportunas para la efectividad de dicha declaración, es 
contrario al principio de efecto útil del derecho comunitario, en concreto, de la Directiva 93/13/CEE. 
La segunda cuestión que resuelve es la abusividad de las cláusulas solicitadas, declarando que incumbe al 
juez nacional, conforme a los criterios establecidos por el TJUE, calificar la cláusula concreta como 
abusiva o no; por lo que tan solo falla concretando el significado y la interpretación que corresponde a los 
términos jurídicos «desequilibrio importante» y «pese a las exigencias de la buena fe». 
 
1. El procedimiento de ejecución hipotecaria es contrario al derecho comunitario 
En este punto se cuestionaba la adecuación al derecho comunitario del procedimiento en dos elementos: 
el primero, la imposibilidad de alegación y examen judicial de cláusulas abusivas en el procedimiento 
ejecutivo hipotecario y el segundo, la no posible suspensión del procedimiento ejecutivo hipotecario por 
el juez que conoce del procedimiento declarativo en el que se examina la abusividad o no del clausulado 
contractual. 
El TJUE inicia la resolución de esta cuestión reiterando que el juez nacional debe apreciar de oficio el 
carácter abusivo de una cláusula, ya establecido en los términos que «[48] El Tribunal de Justicia ha 
declarado asimismo que la Directiva se opone a una normativa de un Estado miembro que no permite que 
el juez que conoce de una demanda en un proceso [monitorio], aun cuando disponga de los elementos de 
hecho y de Derecho necesarios al efecto, examine de oficio –in limine litis ni en ninguna fase del 
procedimiento– el carácter abusivo de una cláusula sobre intereses de demora contenida en un contrato 
celebrado entre un profesional y un consumidor, cuando este último no haya formulado oposición»197. 
Seguidamente argumenta que el ordenamiento jurídico interno-procesal no puede hacer «[50] imposible 
en la práctica o excesivamente difícil el ejercicio de los derechos que confiere a los consumidores el 
ordenamiento jurídico de la Unión (principio de efectividad)» y tras un análisis de los artículos 695, 698 
de la LEC y 131 y 133 de la LH concluye que en el procedimiento ejecutivo «[57] la adjudicación final a 
un tercero de un bien hipotecado adquiere siempre carácter irreversible, aunque el carácter abusivo de la 
cláusula impugnada por el consumidor ante el juez que conozca del proceso declarativo entrañe la nulidad 
del procedimiento de ejecución hipotecaria, salvo en el supuesto de que el consumidor realice una 
anotación preventiva de la demanda de nulidad de la hipoteca con anterioridad a la nota marginal indicada 
                                                 
197 Cuestión declarada también respecto al ordenamiento procesal español en STJUE 14 de junio de 2012,  asunto nº 
618/10, caso Calderón [57]. 
 51
– de expedición de certificación de cargas – [58] tal supuesto debe considerarse residual»; y que en el 
procedimiento declarativo no se permite que se «[59] adopten medidas cautelares que puedan suspender o 
entorpecer el procedimiento de ejecución hipotecaria, cuando acordar tales medidas resulte necesario para 
garantizar la plena eficacia de su decisión final, puede menoscabar la efectividad de la protección que 
pretende garantizar la Directiva». Por lo que concluye declarando que «[60] la nulidad del procedimiento 
de ejecución sólo permite garantizar al consumidor una protección a posteriori meramente 
indemnizatoria, que resulta incompleta e insuficiente y no constituye un medio adecuado y eficaz para 
que cese el uso de dicha cláusula». Podemos observar como el alcance de la declaración de contravención 
del Derecho Comunitario puede ser al procedimiento en si, ya recogido en la LEC de 1881, o solo del 
procedimiento previsto en la LEC de 2000198. 
 
2. La interpretación de «desequilibrio importante» y «pese a las exigencias de la buena fe» 
En la interpretación de estos términos jurídicos indeterminados, el TJUE reitera que el análisis de la 
abusividad al caso concreto corresponde a los órganos nacionales. Por «desequilibrio importante» 
entiende que el tribunal deberá valorar «[68] si –y, en su caso, en qué medida– el contrato deja al 
consumidor en una situación jurídica menos favorable que la prevista por el Derecho nacional vigente». 
Mientras «pese a las exigencias de la buena fe» debe entender como que en causarse un desequilibrio 
«[69] el profesional podía estimar razonablemente que, tratando de manera leal y equitativa con el 
consumidor, éste aceptaría una cláusula de ese tipo en el marco de una negociación individual.» 
Entrando en las cláusulas específicamente impugnadas ante el TJUE: 
Respecto de la cláusula de vencimiento anticipado por incumplimiento de una cuota entiende que «[73] 
depende de que el consumidor haya incumplido una obligación que revista carácter esencial en el marco 
de la relación contractual de que se trate, si el incumplimiento tiene carácter suficientemente grave con 
respecto a la duración y a la cuantía del préstamo, si dicha facultad constituye una excepción con respecto 
a las normas aplicables en la materia y si el Derecho nacional prevé medios adecuados y eficaces que 
permitan al consumidor poner remedio a los efectos del vencimiento anticipado del préstamo». 
En relación con la cláusula de intereses de demora entiende que deberán analizarse «[74] las normas 
nacionales aplicables entre las partes en el supuesto de que no se hubiera estipulado ningún acuerdo – y – 
el tipo de interés de demora fijado con respecto al tipo de interés legal, con el fin de verificar que es 
adecuado para garantizar la realización de los objetivos que éste persigue en el Estado miembro de que se 
trate y que no va más allá de lo necesario para alcanzarlos.». 
Por último analiza la cláusula de liquidación unilateral por el prestamista de la deuda impagada que 
entiende que será abusiva si el tribunal nacional considera que «[75] dificulta el acceso del consumidor a 
la justicia y el ejercicio de su derecho de defensa». 
 
                                                 
198 Estableciendo esta segunda visión podemos observar a SOLER SOLÉ, Guillem; “Efectes de la sentència del 
TJUE de 14 de març de 2013”; publicado en la revista “Món Jurídic” num. 277 de mayo de 2013; p.12. 
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De dicha resolución podemos concluir que «la sumariedad de los procedimientos de ejecución hipotecaria 
ha resistido los más sólidos argumentos basados en el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva, y 
que, sin embargo, la falta de contradicción que es propia de nuestro ejecutivo hipotecario sucumbe ante el 
“principio de efectividad” de las normas comunitarias sobre protección de los consumidores»199. 
 
C- Afectación de las SSTJUE de cuestiones prejudiciales 
 
1. Retroactividad de las STJUE sobre cuestiones prejudiciales 
Aunque en las décadas de los sesenta y setenta el Alto Tribunal Comunitario mantuvo cierta 
ambigüedad200 al respecto, tras la STJUE de 27 de Marzo de 1980, caso Salumi y reiterado hasta la 
actualidad, el TJUE ha establecido que sus sentencias tienen efectos retroactivos ex tunc201 sobre la base 
de que las STJUE en cuestiones prejudiciales son esencialmente declarativas dado que «la interpretación, 
en cuanto declara el significado del texto interpretativo desde que entró en vigor – también – es 
constitutiva al desplegar su eficacia jurídico material sobre la realidad donde opera»202 por lo que la 
STJUE sobre cuestiones prejudiciales ni son todas declarativas ni son constitutivas. 
El TJUE ha superado dicha discusión y ha reiterado el efecto ex tunc de sus sentencias sobre cuestiones 
prejudiciales en numerosas ocasiones203. Pero dichos efectos retroactivos no son absolutos. El TJUE ha 
creado una retroactividad restringida «no alcanzando a las situaciones devenidas intangibles antes de la 
sentencia prejudicial – es decir – aquellas cuyos efectos jurídicos han sido agotados porque existe 
prescripción, caducidad, cosa juzgada material u otras figuras similares»204 limitándola aun más a una 
sentencia anterior (caso Simitzi) o excluyendo la retroactividad por razón imperiosa de seguridad jurídica 
(caso Defrenne) en las relaciones jurídicas establecidas de buena fe, sobre la interpretación solicitada y 
que tan solo el TJUE puede decidir (casos Denkarit y Salumi). 205 
Así el ordenamiento comunitario, interpretado por el Tribunal de Justicia, establece que «la vulneración 
de lo dispuesto en el derecho comunitario declarada por las sentencias prejudiciales puede dar lugar a la 
apertura de recursos judiciales, incluidos los recursos internos de apelación, casación y amparo 
constitucional y también desencadenar la apertura del proceso comunitario de incumplimiento del estado 
                                                 
199 CORDERO, Encarna; “Y ahora viene lo difícil: ¿cómo controlar en el ejecutivo hipotecario el carácter abusivo 
de una cláusula?”; cit., p.1. 
200 SSTJCE 8 de abril de 1976 asunto nº 43/75, caso DefrenneII; 15 de julio de 1964, asunto nº 6/64, caso  
Costa / E.N.E.L.; 17 de diciembre de 1970 asunto nº 33/70, caso Spa SACE; 14 de diciembre de 1971 asunto nº 
43/71, caso Politti. 
201 Expuesto en el epígrafe “Procedimiento para la declaración de Cláusula abusiva – Acción de nulidad” del 
primer capítulo de este trabajo (p. 22). 
202 CIENFUEGOS MATEO, Manuel; “Las sentencias prejudiciales del TJCEE en los Estados miembros: estudio de 
la interpretación prejudicial y de su aplicación por los jueces y magistrados nacionales”; Barcelona: José María 
Bosch, 1998, p. 281. 
203 SSTJCE 5 de octubre de 1988, asunto nº 210/87, caso Padovani; 16 de julio de 1992, asunto nº 187/91, caso 
Belovo; 6 de julio de 1995, asunto nº 62/93, caso BP Soupergaz; entre otros. 
204 CIENFUEGOS MATEO, Manuel; “Las sentencias prejudiciales del TJCEE en los Estados miembros: estudio de 
la interpretación prejudicial y de su aplicacion por los jueces y magistrados nacionales”; ob. cit., p. 284. 
205 SSTJCE 14 de setiembre de 1995, asunto nº 485/93, caso Simitzi; 31 de marzo de 1992, asunto nº 200/90, caso 
Denkavit; 27 de marzo de 1980, asuntos nº 66/79, 127/79 y 128/79, caso Salumi. 
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por causa de la actuación judicial206, así como la responsabilidad del Estado por error judicial207,  
inclusive acudir ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos208»209. 
 
2. Responsabilidad derivada de la interpretación realizada por el TJUE del derecho comunitario  
 
a) Cuestiones previas sobre las Directivas 
Las Directivas comunitarias son normativas aprobadas en el seno de la Unión Europea que buscan la 
armonización del derecho comunitario. Como establece el propio Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea, en su artículo 288, «la Directiva obligará al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado 
que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los 
medios.» con la finalidad de lograr «armonizar o aproximar el contenido de las disposiciones legislativas, 
reglamentarias o administrativas de los derechos internos de los Estados miembros»210. 
Como todo el derecho comunitario, las Directivas producirán sus efectos desde su entrada en vigor a 
situaciones nacidas con anterioridad y con posterioridad sin que suponga dotarlas de efectos 
retroactivos211. 
De las Directivas podemos destacar dos elementos: su destinatario y la obligación. 
En cuanto al primero, el destinatario de las Directivas son los Estados miembros, todos o los que en ella 
se especifican «únicamente produciendo efecto para las personas físicas o jurídicas a través de un acto de 
transposición. – Pero – cuando un Estado miembro no la ha transpuesto o la ha transpuesto 
incorrectamente la norma comunitaria y el examen pormenorizado de la naturaleza de la disposición en 
cuestión, de la economía y de los términos de la misma lo permitan»212 el TJUE (anterior TJCE) les 
reconoce un efecto directo a ciertas disposiciones contenidas en las Directivas, siempre que se trate de 
disposiciones completas y jurídicamente perfectas o que enuncien una obligación precisa e 
incondicional.213 
                                                 
206 STJCE 9 de diciembre de 2003, asunto nº 129/00, caso Comisión/Italia. 
207 SSTJCE 30 de setiembre de 2003, asunto nº 224/01, caso Köbler y 13 de junio de 2006 asunto nº 173/03, caso 
Traghetti del Mediterraneo. 
208 Decisión del TEDH de 7 de setiembre de 1999 en el asunto Irene Dotta contra Italia. 
209 CIENFUEGOS MATEO, Manuel; “Capítulo VII: Ordenamiento jurídico comunitario: Ampliación – III. La 
cuestión prejudicial y la cooperación entre el Tribunal de Justicia y el juez interno”. En OLESTI RAYO, Andreu 
(coord.); ABELLAN HONRUBIA, Victoria (Dir.); VILÀ COSTA, Blanca (Dir.); “Lecciones de Derecho 
Comunitario Europeo”; Barcelona: Ariel, 2011, pp. 208 y 209. 
210 CAMPINS ERITJA, Mar; “Capítol V: Ordenamiento jurídico comunitario: fuentes – III. Derecho derivado”. En 
OLESTI RAYO, Andreu (coord.); ABELLAN HONRUBIA, Victoria (Dir.); VILÀ COSTA, Blanca (Dir.) 
“Lecciones de Derecho Comunitario Europeo”; Barcelona: Ariel, 2011, p. 116. 
211 SSTJUE 30 de noviembre de 2000, asunto nº 195/98, caso Österreichischer Gewerkschaftsbund; 18 de abril de 
2002, asunto nº 290/00, caso Duchon; 11 de julio de 2002, asunto nº 224/98, caso D’Hoop; 7 de octubre de 2010 
asunto nº 162/09, caso Lassal; entre otras. 
212 CAMPINS ERITJA, Mar; “Capítol V: Ordenamiento jurídico comunitario: fuentes – III. Derecho derivado”. En 
OLESTI RAYO, Andreu (coord.); ABELLAN HONRUBIA, Victoria (Dir.); VILÀ COSTA, Blanca (Dir.) 
“Lecciones de Derecho Comunitario Europeo”; Barcelona: Ariel, 2011, pp. 116 y 117. 
213 SSTJCE 6 de octubre de 1970, asunto nº 9/70, caso Grad; 17 de diciembre de 1970, asunto nº 33/70, caso Spa 
SACE; 29 de noviembre de  1978, asunto nº 21/78, caso Delkvist; 5 de abril 1979, asunto nº 148/78, caso Ratti. 
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Atendiendo al segundo elemento, las Directivas conllevan para los Estados miembro una obligación de 
resultado observándose todo lo que en ella se contiene dejando al arbitrio de los órganos del estado la 
elección de los medios y formas de obtener dicho fin útil214. Las Directivas tienen efectos para los 
ciudadanos desde que entra en vigor la medida nacional de transposición o finaliza el plazo para realizar 
la transposición previsto en la Directiva215. 
Volviendo a la Directiva 93/13/CE debemos apuntar que vincula a todos los Estados miembros y, al ser 
de mínimos, la obligación que conlleva es la de adaptar sus ordenamientos jurídicos para la consecución, 
como mínimo, de los resultados en ella recogidos. El Legislador comunitario declaró que «es importante 
dejar a los Estados miembros la posibilidad, dentro del respeto del Tratado, de garantizar una protección 
más elevada al consumidor mediante disposiciones más estrictas que las de la presente Directiva»216. Su 
plazo de transposición finalizó el 31 de diciembre de 1994. 
 
b) El efecto directo de las Directivas Comunitarias 
Para evitar que «ante la actitud negligente de las autoridades públicas, el particular sea el máximo 
afectado – la jurisprudencia del TJCE – ha admitido su aplicabilidad directa o eficacia directa a pesar de 
la ausencia de medida interna de transposición o su incorrecta transposición»217.  
Desde la primera vez que se le reconoció dicho efecto218 hasta el momento actual la doctrina ha variado. 
De los requisitos iniciales de claridad, precisión, incondicionalidad y que de ella se deriven derechos 
subjetivos para los particulares se ha pasado a dos generales que son precisión e incondicionalidad219 y 
para las Directivas dos más: transcurso del plazo de transposición (incondicionalidad) e incumplimiento 
del Estado (transposición incorrecta o no transposición). Dicho efecto directo de las Directivas se 
entendió como una «solución provisional y patológica, que concluye cuando el Estado ejecuta 
correctamente la Directiva – para impedir los Estados miembros – imponer a los particulares su propio 
incumplimiento de las obligaciones derivadas de las Directivas comunitarias»220. 
El TJCE ha reconocido dos tipos de efecto directo: el efecto directo vertical (relaciones del Estado con 
particulares) y el efecto directo horizontal (entre particulares). Pero para las Directivas, el TJCE se 
muestra contrario a otorgarles efecto directo horizontal por 1) ser los destinatarios de las Directivas los 
Estados; 2) por falta de conocimiento de las Directivas por los particulares, solo eran comunicadas a sus 
destinatarios (los Estados)221; 3) por atentar contra el principio de confianza legitima 4) por el carácter 
                                                 
214 STJCE 8 de abril de 1976, asunto nº 48/75, caso Royer. 
215 STJUE 7 de octubre de 2010 asunto nº 162/09, caso Lassal. 
216 considerando 12º de la Directiva 93/13/CEE, también en el artículo 8 de la misma Directiva. 
217 BELLIDO BARRIONUEVO, María; “La Directiva comunitaria” Madrid: Dykinson.S.L., 2003, p.197. 
218 STJCE 5 de febrero de 1962 asunto nº 26/62, caso Van Gend en Loos (a disposiciones de los Tratados); STJCE 4 
de diciembre de 1974, asunto nº 41/74, caso Van Duyn (a una Directiva). 
219 STJCE 31 de marzo de 1992, asunto nº 200/90, caso Denkavit. 
220 STJCE 5 de abril de 1979, asunto nº 148/78, caso Ratti; reiterado en numerosas otras destacando las SSTJCE  4 
de diciembre de 1986, asunto nº 71/85, caso “Países Bajos”; 14 de julio de 1994, asunto nº 91/92, caso Faccini 
Dori; 7 de marzo de 1996, asunto nº 192/94, caso el Corte inglés; 26 de setiembre de 1996, asunto nº 168/95, caso 
Arcaro; 4 de diciembre de 1997, asunto nº 97/96, caso Daihatsu Deutschland. 
221 Conclusiones del Abogado General Slynn en el asunto nº 152/84, caso Marshall I. 
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sancionador que se le dio al reconocimiento del efecto directo a las Directivas222. Aunque existen también 
opiniones comunitarias al contrario quienes defiende el efecto directo horizontal de las Directivas223. 
En resumen, podemos concluir que «los particulares ven nacer en la Directiva, una vez agotado el plazo 
de transposición, su derecho subjetivo a invocarla ante el juez interno para obtener la protección de los 
derechos que ella le reconoce, únicamente frente al Estado infractor de sus obligaciones»224. 
Como ya he expuesto, devino incondicional el 31 de diciembre de 1994 y fue transpuesta al derecho 
español tres años después con la Ley de Condiciones Generales de la Contratación, en 1997, por lo que 
pudo surgido el problema de su efecto directo horizontal en ese momento225. 
En concreto, en este caso consideramos que si concurrieran los requisitos para que pudiera derivarse de la 
Directiva un derecho subjetivo, claro e incondicional (desde el 31 de diciembre de 1994) se reconocería  
el derecho a no estar vinculado por las cláusulas abusivas. El problema que presenta dicho derecho es que 
la abusividad o no de la cláusula no está determinada a priori por la norma comunitaria. En nuestra 
opinión, del mismo modo que la tutela judicial efectiva no es el derecho a que los tribunales te den la 
razón, el derecho previsto en esta Directiva consiste en examinar por los tribunales el contrato y 
determinar la concurrencia o no de cláusulas abusivas. 
 
c) La noción amplia de Estado miembro 
El TJCE iba precisado en cada caso qué se entendía por Estado, pero desde 1983 podemos observar como 
ha adoptado una concepción amplia de dicho término. 
La definición de Estado la ha determinado el TJCE en sentencia del caso Marshall I como «cualquier 
organismo público independientemente de que actúe revestido de autoridad pública o como 
empresario»226.  Dicha definición ha requerido de delimitación por el TJCE ya con anterioridad227 y con 
posterioridad228. 
Especialmente relevante para la problemática tratada en este trabajo resulta la STJCE caso Foster que 
reconoce el efecto directo de la Directiva frente a una empresa nacionalizada que sería lo sucedido en 
España con ciertas entidades bancarias. En este punto, consideramos de gran relevancia resolver la 
cuestión del momento en el que se nacionaliza una entidad: al entrar el Estado en el accionariado, cuando 
                                                 
222 STJCE 5 de abril de 1979, asunto nº 148/78, caso Ratti. 
223 Conclusiones del Abogado General Otto Lenz del asunto nº 91/92, caso Faccini Dori. O en el territorio nacional   
BLANCO PÉREZ-RUBIO, Lourdes; “La posible eficacia directa horizontal de la Directiva 93/13 sobre cláusulas 
abusivas en los contratos celebrados con consumidores (A propósito de las Sentencias del Tribunal Supremo de 8 y 
20 de noviembre de 1996)”. Disponible en el sitio web http://www.consumo-
inc.gob.es/publicac/EC/1997/EC41/EC41_02.pdf. 
224 VILÀ COSTA, Blanca; “Capítulo VI: Ordenamiento jurídico comunitario: características.”. En OLESTI 
RAYO, Andreu (coord.); ABELLAN HONRUBIA, Victoria (Dir.); VILÀ COSTA, Blanca (Dir.); “Lecciones de 
Derecho Comunitario Europeo”; ob. cit., p. 140. 
225 BLANCO PÉREZ-RUBIO, Lourdes; “La posible eficacia directa horizontal de la Directiva 93/13 sobre 
cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores (A propósito de las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 8 y 20 de noviembre de 1996)”; cit. 
226 STJCE 26 de febrero de 1986, asunto nº 152/84, caso Marshall I. 
227 Ejemplo: STJCE 19 de enero de 1982, asunto 8/81, caso Becker. 
228 Ejemplo: SSTJCE 22 de junio de 1989, asunto 103/88, caso Fratelli Costanzo; 12 de julio de 1990, asunto nº 
188/89, caso Foster. 
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el Estado es el accionista mayoritario, al entrar en el órgano de administración o al controlarlo o al ser un 
mero acreedor de la entidad (mediante el FROB y los bonos convertibles contingentes229). En nuestra 
opinión cabría la posibilidad de aplicar para dicha determinación el artículo 3 del Texto Refundido de la 
Ley de Contratos del Sector Público230, transposición de la Directiva 2004/18/CE231.  
 
d) La aplicación del derecho nacional conforme al derecho europeo 
Dicho mecanismo previsto por el TJUE se debe entender provisional dado que resulta efectivo durante el 
periodo en el que no existe norma nacional de transposición de la Directiva o ha sido declarado el 
incumplimiento del derecho comunitario.  
El Alto Tribunal Comunitario entendió que «el órgano jurisdiccional nacional, agotando el margen de 
apreciación que su derecho nacional le concede, dará a la Ley adoptada para ejecutar la Directiva una 
interpretación y una aplicación conformes con las exigencias del derecho comunitario»232. 
De modo que lo que se aplicará a la relación jurídica será la norma nacional interpretada de acuerdo con 
la norma comunitaria cuando sea posible, hasta el punto de que «el Juez nacional que conoce de un litigio 
sobre una materia comprendida en el ámbito de aplicación de la Directiva [68/151] está obligado a 
interpretar su Derecho nacional a la luz de la letra y de la finalidad de dicha Directiva con el fin de 
impedir que se declare – algo – contrario a ella»233, es decir, la interpretación del juez puede conllevar 
aplicar de modo indirecto la Directiva aun no tener o corresponder aplicarla por efecto directo. 
Concretamente el TJUE en el caso Aziz declara la necesidad de la interpretación conforme del derecho 
español a la Directiva 93/13/CEE para garantizar los derechos de los consumidores en ella reconocidos234. 
 
e) La responsabilidad patrimonial de los Estados miembros 
Tras el fracaso del efecto directo y de la interpretación del derecho interno conforme a la Directiva 
comunitaria cabría la acción de responsabilidad patrimonial contra el Estado miembro incumplidor235. 
Se inició en los 90 y supuso que el Estado infractor de una norma comunitaria tuviera la obligación de 
indemnizar a las personas físicas y jurídicas que hayan sido perjudicadas a causa de este incumplimiento 
por el que han sufrido unos daños injustos236.  
                                                 
229 Los Bono convertibles contingentes son popularmente y por el propio FROB llamados cocos. 
230 Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público. 
231 Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los 
procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios. 
232 STJCE 10 de abril de 1984, asunto nº 14/83, caso Von Colson y kamann. 
233 STJUE 13 de noviembre de 1990, asunto nº 106/89, caso Marleasing. 
234 STJUE 14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, caso Aziz [72]. 
235 SSTJCE 16 de diciembre de 1993, asunto nº 334/92, caso Wagner Miret; 14 de julio de 1994, asunto nº 91/92, 
caso Faccini Dori. 
236 STJUE 19 de noviembre de 1991, asuntos nº 6/90 y 9/90, caso Francovich «[39] Cuando, como ocurre en el 
presente asunto, un Estado miembro incumple la obligación que le incumbe, en virtud del párrafo tercero del 
artículo 189 del Tratado, de adoptar todas las medidas necesarias para conseguir el resultado prescrito por una 
Directiva, la plena eficacia de esa norma de Derecho comunitario impone un derecho a indemnización siempre y 
cuando concurran tres requisitos». 
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El TJUE ha exigido para que se produzca la responsabilidad de un Estado miembro ciertos requisitos que 
la doctrina237 ha sistematizado en cuatro238: a) que los Estados tengan margen de apreciación; b) que la 
norma violada tenga por objeto conferir derechos a los particulares239; c) que la violación esté 
suficientemente caracterizada240; d) que exista una relación de causalidad entre la infracción de la 
obligación que incumbe al Estado y el daño sufrido. En el caso British Telecomunications nos 
encontramos con que el TJUE declara que el órgano jurisdiccional nacional es quien debe establecer si 
hay o no violación suficientemente caracterizada, pero para el caso resuelve él su concurrencia241. 
En el supuesto estudiado en dicho trabajo, podemos observar como el TJUE ha declarado la violación del 
derecho comunitario, que dicho incumplimiento privó a los consumidores de su derecho a no estar 
vinculado por las cláusulas abusivas que le impone el profesional y el nexo de causalidad es claro en los 
supuestos en los que la vinculación por las cláusulas abusivas propició la ejecución hipotecaria.  
La falta de diligencia de los particulares que el Estado les pudiere recriminar por no iniciar un 
procedimiento declarativo para la impugnación de las cláusulas abusivas tras la ejecución hipotecaria no 
consideramos que pudiere prosperar. No solo porque el TJUE lo ha considerado como criterio de 
reducción de la indemnización242, sino también porque el procedimiento declarativo simultáneo o 
posterior, como se dice en la STJUE caso Aziz, «[48]no permite que el juez que conozca del proceso 
declarativo, competente para apreciar el carácter abusivo de esa cláusula, adopte medidas cautelares, entre 
ellas, en particular, la suspensión del procedimiento de ejecución hipotecaria, cuando acordar tales 
medidas sea necesario para garantizar la plena eficacia de su decisión final». Dado que el adjudicatario 
será el propietario del inmueble con las cargas que tuviere con fecha de expedición de la certificación de 
dominio y cargas, solicitada al Registro en iniciarse el procedimiento ejecutivo, la inscripción del 
procedimiento de nulidad o demás no puede afectarlo. No juega el principio de eficacia registral del 
artículo 34 LH sino que la adquisición por la adjudicación resulta del artículo 134 de la misma Ley. 
                                                 
237 ORTEGA ÁLVAREZ, Luís (dir.); MORENO MOLINA, José Antonio (Coord.); GALLEGO CÓRCOLES, 
Isabel; et al. ; “Derecho comunitario europeo”; Valladolid : Lex Nova, 2007, p.166. 
238 En un principio tan solo tres, STJUE 19 de noviembre de 1991, asuntos nº 6/90 y 9/90, caso Francovich «[40] El 
primero de estos requisitos es que el resultado prescrito por la Directiva implique la atribución de derechos a favor 
de particulares. El segundo requisito es que el contenido de estos derechos pueda ser identificado basándose en las 
disposiciones de la Directiva. Por último, el tercer requisito es que exista una relación de causalidad entre el 
incumplimiento de la obligación que incumbe al Estado y el daño sufrido por las personas afectadas.». 
239 STJUE 5 de marzo de 1996, asunto nº 46/93 y 48/93, caso Brasserie du pêcheur «[55] el criterio decisivo para 
considerar que una violación del Derecho comunitario es suficientemente  caracterizada es el de la inobservancia 
manifiesta y grave, por parte tanto de un  Estado miembro como de una Institución comunitaria, de los límites 
impuestos a su facultad de apreciación». 
240 STJUE 8 de octubre de 1996, asuntos nº 178/94, 179/94, 188/94, 189/94 y 190/94, caso Dillenkofer «[25] en el 
supuesto de que el Estado miembro de que se trate, en el momento en que cometió la infracción, no estuviera 
confrontado a opciones normativas y dispusiera de un margen de apreciación considerablemente reducido,  incluso 
inexistente, la mera infracción del Derecho comunitario puede bastar para demostrar la existencia de una violación 
suficientemente caracterizada». 
241 STJUE 26 de marzo de 1996, asunto nº 392/93, caso British Telecomunications «[41] Si bien corresponde, en 
principio, a los órganos jurisdiccionales nacionales verificar si se reúnen o no los requisitos para que los Estados 
incurran en responsabilidad derivada de la violación del Derecho comunitario, procede señalar que, en el presente 
asunto, el Tribunal de Justicia dispone de todos los elementos necesarios para apreciar si los hechos del caso de 
autos deben calificarse de violación suficientemente caracterizada del Derecho comunitario.». 
242 STJUE 8 de octubre de 1996, asuntos nº 178/94, 179/94, 188/94, 189/94 y 190/94, caso Dillenkofer. 
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D- Afectación de la STJUE caso Aziz en el OJ español y a la LH   
Para realizar el estudio de la afectación de la STJUE caso Aziz consideramos imprescindible mencionar y 
utilizar las actas de las Juntas de jueces que se han ido reuniendo por todo el Estado243 para resolver la 
cuestión respecto al procedimiento de ejecución hipotecaria derivada de dicha sentencia. Las medidas en 
estas acordadas en las Juntas de jueces han sido provisionales hasta la aprobación de una nueva 
regulación y acogen lo que en la STJUE caso Aziz resulta imperativo244 y no fue vinculante para los 
jueces aun haber votado en estas Juntas a favor de dicho acuerdo. 
Como he expuesto, la STJUE del caso Aziz declara la necesidad de que en el proceso de ejecución 
hipotecaria pueda declararse la abusividad de una cláusula contractual para que el consumidor no reste 
vinculado por dicha cláusula245. Las Juntas de jueces acordaron establecer en los procedimientos un 
incidente procesal en el que se permita la alegación de la nulidad de las cláusulas abusivas, llegando a 
admitirla como causa de oposición a la ejecución246 o permitir que el juez que conoce del declarativo 
paralice la ejecución247. En los supuestos que se hallen en trámite, los jueces buscan introducir también la 
posibilidad de alegar la nulidad de las cláusulas abusivas que en caso de que estuvieran a la espera de la 
subasta se tramitara como un incidente248. 
Como podemos observar las medidas adoptadas por dichas Juntas de jueces fueron precisas y no 
supusieron la perdida de vigencia de nuestro sistema hipotecario, ni la derogación de facto de la LH. 
Precisamente consideramos que el cambio necesario ordenado por la STJUE del caso Aziz es la 
incorporación como causa de oposición a la ejecución de la concurrencia de cláusulas abusivas. El riesgo 
que observa parte de la doctrina en esta medida es que se convierta en un motivo meramente dilatorio 
utilizado fraudulentamente por los particulares para paralizar el procedimiento hipotecario y el 
alzamiento, pero «para evitarlos – su uso abusivo – se encuentran los Jueces que podrán apreciar la falta 
de fundamento de la oposición en aras de denegar la suspensión»249. 
También consideramos una imprescindible incorporación al ordenamiento jurídico español (a la LEC) 
una disposición que ampare el examen de oficio por los tribunales españoles de la abusividad de las 
cláusulas contractuales250. Dado que «el principio dispositivo, como expresión de la autonomía de la 
voluntad de las partes, principio éste que, de acuerdo con la jurisprudencia comunitaria, es insuficiente 
                                                 
243 Siendo ejemplos la Junta de Jueces de primera instancia de Barcelona  de 4 de abril de 2013, la de Valencia de 13 
de abril de 2013 y la de Santander de 22 de marzo de 2013. Estas Juntas son de jueces de primera instancia por ser 
estos los competentes para realizar los procedimientos de ejecución hipotecaria; mientras los juzgados de lo 
mercantil son los competentes para conocer del procedimiento declarativo respecto del contrato de préstamo 
hipotecario. 
244 Con la aprobación de la Ley 1/2013 han dejado de tener relevancia jurídica. 
245 Expuesto en el epígrafe “La STJUE de 14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, caso Aziz – El procedimiento de 
ejecución hipotecaria es contrario al derecho comunitario” del tercer capítulo de este trabajo (p. 48). 
246 Junta de Jueces de primera instancia de Barcelona  de 4 de abril de 2013, p. 3.- III. 
247 Junta de Jueces de primera instancia y de lo Mercantil de Santander de 22 de marzo de 2013. 
248 Junta de Jueces de primera instancia de Barcelona  de 4 de abril de 2013, p. 3.- IV. 
249ACHON BRUÑÉN, M.ª José; “Adecuación del procedimiento judicial hipotecario a la normativa europea: 
sentencia del TJUE de 14 de marzo de 2013”. En Diario La Ley, Nº 8065, Sección Tribuna, 18 Abr. 2013, Año 
XXXIV, Editorial LA LEY; p. 3. 
250 SSTJUE 14 de junio de 2012,  asunto nº 618/10, caso Calderón [57] y 14 de marzo de 2013, asunto nº 415/11, 
caso Aziz. 
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para procurar la tutela de los consumidores que la normativa comunitaria encomienda a los órganos 
jurisdiccionales»251. Que se incorporó en modificarse el artículo 522.1 de la LEC por la Ley 1/2013. 
 
E- Afectación de la STJUE caso Aziz para los ciudadanos   
Aunque diversos juristas reiteren la falta de retroactividad de dicha sentencia o su imposible aplicación252, 
como hemos podido observar en reiterada jurisprudencia del Alto Tribunal Comunitario, tan solo él puede 
limitar la retroactividad de sus sentencias, o, más jurídicamente precisos, los efectos ex tunc de sus 
sentencias prejudiciales interpretativas del derecho comunitario253.  
 
1. Resolución del Juzgado de lo Mercantil del caso Aziz 
Como he expuesto, las cuestiones prejudiciales del TJUE no resuelven el fondo del litigio sino que 
establecen si una norma estatal o la interpretación de una norma estatal es conforme con el derecho 
comunitario, así como la interpretación que se debe dar al derecho comunitario.  
El caso Aziz es la muestra más evidente del modelo jurisdiccional comunitario que tras presentarse la 
demanda el 11 de enero de 2011, la sentencia ha llegado el 2 de mayo de 2013254. 
Se trata de una sentencia con una argumentación marcadamente europea en la que los fundamentos de 
derecho se basan en la STJUE de 14 de marzo de 2013 caso Aziz, así como otras sentencias sobre el tema 
del mismo tribunal255. 
En la demanda presentada el 11 de enero de 2011 tan solo se solicitaba la declaración de abusividad de la 
cláusula de liquidación unilateral por parte del prestamista de la cantidad exigible. En el proceso ante el 
juez de lo mercantil español, en observar la concurrencia de otras cláusulas abusivas, como son la de 
intereses moratorios y la de vencimiento anticipado por incumplimiento del pago de una sola cuota, se 
cuestionó su abusividad dado que deben ser analizadas de oficio por el juez, como ha declarado el TJUE. 
En virtud de dicha sentencia son declaradas abusivas las cláusulas de intereses moratorios, de 
vencimiento anticipado, por el incumplimiento del pago de una sola cuota y de liquidación unilateral por 
parte del prestamista de la cantidad exigible. Así como declara que la cantidad reclamada en el proceso de 
ejecución hipotecario no era liquida. La cláusula de intereses moratorios del 18,75% es abusiva por 
superar en tres veces el interés legal del dinero que seria alrededor del 12%. La cláusula de vencimiento 
anticipado es abusiva porque el incumplimiento es irrisorio en comparación con el contrato celebrado 
(incumpliendo 1 de 396 mensualidades256). 
                                                 
251 CORDERO, Encarna; “Y ahora viene lo difícil: ¿cómo controlar en el ejecutivo hipotecario el carácter abusivo 
de una cláusula?”. cit., p.7. 
252 ACHON BRUÑÉN, M.ª José; “Adecuación del procedimiento judicial hipotecario a la normativa europea: 
sentencia del TJUE de 14 de marzo de 2013” cit.; p.2 «-a la cuestión de si la STJUE caso Aziz tiene efectos 
retroactivos- Resulta difícil defender una respuesta positiva o, mejor dicho, defenderla es fácil pero llevarla a la 
práctica harto complicado». 
253 Expuesto en el epígrafe “Afectación de las SSTJUE de cuestiones prejudiciales – Retroactividad de las STJUE 
sobre cuestiones prejudiciales” del tercer capítulo de este trabajo (p. 50). 
254 SJM Barcelona 2 de mayo de 2013 (21/2013). 
255 Especial mención merece la STJUE de 21 de febrero de 2013, asunto nº 472/11, caso Banif Plus Bank. 
256 Un 0,253%, que por el incumplimiento de cuatro cuotas se ejecuta por un incumplimiento del 1,01%. 
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La última cláusula a examinar es la de liquidación unilateral por la entidad prestamista de la cuantía 
exigible, que es realizada incorrectamente en cuanto a los intereses (no debían devengar intereses de 
demora los intereses remuneratorios),  si consideramos abusiva la cláusula de vencimiento anticipado y la 
de intereses moratorios esta liquidación es incorrectamente realizada. La concreta cláusula ha sido 
declarada válida por el Tribunal Supremo pero el Alto Tribunal Comunitario estableció el necesario 
examen de si dificulta o no la defensa del consumidor, por lo que el Juzgado de lo Mercantil declarara su 
abusividad por permitir al acreedor acudir al procedimiento de ejecución hipotecaria en el que no se podrá 
alegar la concurrencia de cláusulas abusivas. 
  
2. Los ciudadanos que se encuentran en un proceso de ejecución hipotecaria o que se les inicio antes 
de la aprobación la reforma de la LEC y la LH 
Como hemos podido observar, las reformas necesarias que conllevará la STJUE caso Aziz será la 
introducción en el proceso ejecutivo hipotecario de un incidente, motivo de oposición u otro trámite en el 
proceso que permita la alegación y examen de la nulidad de las cláusulas que pudieren devenir abusivas. 
Antes de proseguir, resulta especialmente importante apuntar que la nulidad de ciertas cláusulas de los 
contratos de préstamos hipotecarios podrían suponer la nulidad del proceso si fueren el presupuesto del 
proceso ejecutivo; por ejemplo, las cláusulas de vencimiento anticipado o de liquidación por la propia 
entidad bancaria de la liquidación de la deuda; o cuando el contrato no pudiere subsistir sin la cláusula, 
por lo que se debería declarar la nulidad del contrato de préstamo hipotecario que supondría la nulidad de 
la hipoteca y del proceso ejecutivo que con ella se inicia. 
Aunque resulta posible que jueces opten por mantener el procedimiento ejecutivo suspendido a la espera 
de que se apruebe la normativa legal conforme a la STJUE caso Aziz, dicha demora resulta en perjuicio 
del consumidor quien cargará con las costas y los intereses de demora; por lo que en nuestra opinión los 
tribunales, dado que indudablemente deberán examinar la concurrencia de cláusulas abusiva en los 
contratos con consumidores, deberían iniciar un incidente de oposición para examinar la validez de dichas 
cláusulas, hecho que «en diversas ocasiones el TS ha permitido que otras pretensiones distintas de las 
tasadas en las leyes puedan afectar a la ejecución hipotecaria: por ejemplo, se ha admitido que acreedores 
con privilegios crediticios preferentes al del ejecutante pudieran interponer tercerías de mejor derecho en 
la ejecución sumaria (SSTS 27 octubre 1983, 10 julio 1989), tercería que, dentro del ejecutivo sumario, 
habría de sustanciarse por los trámites del juicio verbal (art. 617.1 LEC)»257. 
Como podemos observar, nuestro Legislador en la Ley 1/2013 ha establecido un plazo de un mes desde la 
entrada en vigor de dicha ley para alegar la concurrencia de cláusulas abusivas, suponiendo una 
suspensión de los procedimientos de ejecución hipotecaria para que el consumidor ejecutado pueda alegar 
la concurrencia de cláusulas abusivas que determinen la ejecución o su cuantía, así como se regula la 
posibilidad de que el juez aprecie de oficio la concurrencia de cláusulas abusivas (artículo 552.1 de la 
                                                 
257 CORDERO, Encarna; “Y ahora viene lo difícil: ¿cómo controlar en el ejecutivo hipotecario el carácter abusivo 
de una cláusula?”. cit., pp.3-4. 
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LEC) y se posibilita la oposición a la ejecución alegando que el título contiene cláusulas abusivas 
(artículos 557.1.7ª y en ejecución hipotecaria artículo 695.1.4ª de la LEC). 
También es remarcable la regulación que establece de la venta extrajudicial en la que se prevé su 
suspensión en caso de que el deudor iniciare un procedimiento judicial para obtener la declaración de 
cláusula abusiva (artículo 129 de la LH), procedimiento que se tramitará como el incidente de la 
ejecución hipotecaria judicial de los artículos 684 y 695 de la LEC. 
 
3. Los ciudadanos que ya han sido ejecutados desde transcurrido el plazo de transposición de la  
Directiva 93/13/CEE (31 de diciembre de 1994) 
Para aquellos ciudadanos que ya hubieren sido ejecutados es importante reiterar que aun la complicación 
que pudiere plantear la retroactividad de la STJUE caso Aziz, este no puede ser un argumento para 
negarla. Así mismo, debemos apuntar que, dada la complejidad y actualidad de la cuestión, mis 
argumentaciones aun estar fundadas en derecho no pueden encontrar respaldo en opiniones al respecto de 
prestigioso juristas o de la jurisprudencia. 
 
a) La nulidad de una cláusula (por abusiva) que es fundamento del procedimiento de ejecución 
hipotecaria 
Como cuestión previa apuntamos que en nuestra opinión, la nulidad de la cláusula (por abusiva) que sirve 
de fundamento para el procedimiento de ejecución hipotecaria debería conllevar la nulidad de dicho 
procedimiento. Diferente resultado presentaría la nulidad de una cláusula del título ejecutivo distinta a 
aquella que sirve de fundamento del proceso; pero podríamos considerar que el procedimiento ejecutivo 
es nulo desde el momento en que incumple el derecho comunitario e impide la alegación de abusividad de 
una cláusula independientemente de los efectos que de ella se puedan derivar. 
Si pretendemos la nulidad del procedimiento por fundamentarse en una cláusula abusiva o simplemente 
por contradecir al derecho comunitario, los efectos que de este se derivaren deberán ser reparados, pero 
no podrá declararse la nulidad de las actuaciones si causando indefensión no son fruto de la inobservancia 
del derecho procesal vigente (artículo 225.3 de la LEC)258. La adjudicación del inmueble en nuestro 
procedimiento hipotecario es firme, por lo que creemos que debería, como mínimo, indemnizarse al 
consumidor por su pérdida (si era la vivienda deberemos atender a los daños morales que le pudiere 
generar), así como a los demás afectados por dicha ejecución (si era la vivienda de la familia deberemos 
atender a los daños a los convivientes). 
Por el contrario, si consideramos que el procedimiento es válido porque no se fundamenta en una cláusula 
abusiva, la declaración de nulidad de la cláusula abusiva que estuviera en el contrato comportaría la 
indemnización de los efectos que dicha cláusula generó en perjuicio del consumidor259, que este podría 
reclamar al que instó la ejecución y al Estado en responsabilidad patrimonial del Estado por el 
incumplimiento del derecho comunitario. 
                                                 
258 SOLER SOLÉ, Guillem; “Efectes de la sentència del TJUE de 14 de març de 2013”; cit. p.13. 
259 SOLER SOLÉ, Guillem; “Efectes de la sentència del TJUE de 14 de març de 2013”; cit.  
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b) La nulidad del contrato de préstamo hipotecario por no poder subsistir sin la cláusula abusiva 
Podemos observar como en los casos en los que ha sido declarado nulo el préstamo hipotecario el juez no 
entra a valorar quien resta como propietario del bien inmueble; pues el préstamo consiste en entregar un 
dinero que deberá ser devuelto (con sus correspondientes intereses si se debieren) con independencia de a 
lo que se destine este dinero, siendo la hipoteca la garantía de la devolución del préstamo. 
En este punto es importante recordar que el derecho real de hipoteca «es un derecho que recae sobre un 
inmueble y que asegura el cumplimiento de una obligación facultando a su titular para promover la venta 
del inmueble gravado y cobrarse aquélla sobre el precio que den por éste»260. La hipoteca es un derecho 
real cuya inscripción en el registro de la propiedad es constitutiva y conlleva que la hipoteca va con el 
bien, es decir, aun transmitirse el bien, éste seguirá respondiendo de la obligación garantida; por lo que no 
debemos confundir la vinculación real de la hipoteca con la subsidiaridad o accesoriedad a la obligación 
principal que es la obligación garantizada: el préstamos hipotecario. Dada dicha subsidiaridad, el devenir 
del préstamos hipotecario (obligación principal) vinculará a la obligación accesoria, por lo que la 
declaración de nulidad del préstamo hipotecario conllevará la nulidad de la hipoteca261, debiéndose 
proceder a su cancelación en el Registro de la Propiedad pero no conllevará su ejecución. 
 
c) Los que tuvieron el préstamo hipotecario con el “Estado” o el inmueble se encuentra en poder del 
Estado 
El primero y fundamental remedio por el incumplimiento de derecho comunitario es el efecto directo 
vertical del mismo, que en este caso supondría que los ciudadanos pudieran en un procedimiento alegar el 
derecho de la Unión Europea directamente contra el Estado. En este punto debemos recordar la noción 
amplia de Estado que ha adoptado el TJUE para determinar la exigibilidad de los derechos reconocidos 
por el derecho comunitario a los ciudadanos. Consideramos que nos encontramos ante Estado cuando el 
poder de control sobre la entidad bancaria lo ostenta un ente público; en el caso español debemos recordar 
la restructuración bancaria realizada en los últimos años262 y la creación del “Sareb”263, si el inmueble es 
de la entidad ejecutante (entidad bancaria a quien se le adjudica si la subasta resta desierta) o se encuentra 
entre las que han sido aportadas por las entidades bancarias al “Sareb”, consideramos que entraría en 
juego el concepto amplio de Estado264, que conllevaría la necesaria devolución del inmueble al ejecutado. 
En estos casos, si establecemos que el procedimiento ejecutivo fue nulo por efecto directo del derecho 
comunitario, debería devolverse el inmueble a dichos ciudadanos y compensarles por los perjuicios 
sufridos por dicha ejecución. En caso contrario, si una cláusula del contrato fuere nula, deberían los 
                                                 
260 ALBALADEJO, Manuel; “Derecho civil III, derecho de bienes” (11ª ed.) Madrid: EDISOFER,SL, 2010,  p. 745. 
261 STS 22 de febrero de 2013 (Cendoj Roj. STS 867/2013). 
262 Entre los grandes bancos y cajas de España: Bankia, Catalunyacaixa, Banco Gallego(Nova Caixa galicia) – hasta 
su adjudicación al Banco Sabadell el 19 de abril de 2013 –, Banco de Valencia – hasta su adjudicación a CaixaBank 
el 28 de febrero de 2013 –. 
263 Oficialmente recibe el nombre de “Sociedad de Gestión de Activos procedentes de la Reestructuración Bancaria 
(Sareb)”, pero popularmente es llamado el “Banco Malo”. 
264 Expuesto en el epígrafe “Afectación de las SSTJUE de cuestiones prejudiciales – Responsabilidad derivada de la 
interpretación realizada por el TJUE del derecho comunitario – La noción amplia de Estado miembro” del tercer 
capítulo de este trabajo (p. 53). 
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ciudadanos afectados por dicha cláusula ser compensados por los efectos que se hubieren derivado de 
dicha cláusula. 
En nuestra opinión dicha interpretación sería la más protectora para los consumidores pero supondría 
cargar al Estado con la indemnización por unos daños inexistentes, dado que la nulidad de la cláusula 
abusiva lo es aunque no hayan producido efectos265.  
 
d) Los que tuvieron el préstamo hipotecario con una entidad privada o el inmueble se encuentre en 
manos privadas 
En los casos en los que no fuere posible el efecto directo vertical de las Directivas, restaría para los 
ciudadanos afectados por el incumplimiento del Estado la responsabilidad patrimonial del Estado por los 
perjuicios causados por dicho incumplimiento. Mientras podemos observar autores que defiende la no 
responsabilidad patrimonial del Estado «salvo que los consumidores prueben que, en efecto, fueron 
víctimas de la aplicación no controlada de cláusulas abusivas. Y si así fuera, si el consumidor no instó el 
declarativo o si no pidió anotación preventiva de la demanda y, por tanto, puede carecer de acción frente 
al adjudicatario tercero o frente a un adquirente posterior de buena fe, además de la responsabilidad del 
ejecutante»266, en este trabajo hemos expuesto que el TJUE entiende la diligencia (o falta de diligencia) 
del particular relevante tan solo para la valoración del montante y que el procedimiento declarativo 
(posterior o simultaneo) no puede afectar al adquirente (a quien se adjudica el inmueble) dado que 
adquiere con las cargas del bien existentes en el momento de emisión de la certificación de cargas y 
gravámenes. En este punto debemos atender de nuevo a la disyuntiva de si es o no nulo el procedimiento 
de ejecución hipotecaria o tan solo cierta cláusula contractual. En caso de ser nulo el procedimiento de 
ejecución hipotecaria no podrá ser devuelto el bien inmueble ejecutado por lo que se deberá compensar al 
ciudadano por la pérdida del inmueble y por los daños que dicha ejecución le hayan causado. En este 
punto deberemos atender al valor del inmueble y la ejecución efectivamente realizada. En cuanto al valor 
del inmueble consideramos que deberíamos atender a su valor de mercado, no al valor de tasación por el 
que se realizó la ejecución. Respecto a la ejecución realizada, sería fundamental analizar el valor por el 
cual se adjudicó el bien y deberían ser compensadas o indemnizadas las costas procesales pagadas e 
indemnizados los daños sufridos (patrimoniales y morales). 
Estas cantidades deberían devengar el interés correspondiente desde el momento en el que se realizó la 
ejecución hipotecaria. 
                                                 
265 El TS ha declarado la nulidad de las cláusulas que restringen al hipotecado su facultad de uso del inmueble para 
actividades licitas e inocuas, pero dicha cláusula no afectará al procedimiento ejecutivo hipotecario, si no concurre 
con una cláusula de vencimiento anticipado; puede que ni el consumidor supiera de su existencia y resulte del 
examen del contrato con posterioridad. 
266 CORDERO, Encarna; “Y ahora viene lo difícil: ¿cómo controlar en el ejecutivo hipotecario el carácter abusivo 
de una cláusula?”. cit., p.4. 
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Conclusiones 
 
PRIMERA. Resultaría conveniente concluir este trabajo con una definición de cláusula abusiva pero nos 
encontramos con la problemática de la definición legal (española y comunitaria) mediante términos 
jurídicos indeterminados. Aun así, y tras la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en el 
caso Aziz, podríamos definir las cláusulas abusivas como: 
 
Aquellas cláusulas que no fueran  claras, comprensibles y negociadas individualmente  
que empeoran la posición del consumidor respecto al derecho dispositivo vigente 
 que no las habría aceptado en una negociación leal y equitativa. 
 
SEGUNDA. Junto a esta definición podemos observar como el Legislador nacional y comunitario y el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea delimitan los criterios necesarios para determinar cuando nos 
encontramos ante cláusulas abusivas. Pero la determinación casuística es realizada por nuestros 
tribunales. 
 
TERCERA.  Al problema de la definición  y los criterios antes apuntados debemos añadir la casuística 
que marca dicha materia que se ve acentuada por la voluntad permanente de modificar las cláusulas 
declaradas abusivas para evitar dicha abusividad. 
 
CUARTA. Para el control de las cláusulas abusivas el Legislador español ha tipificado ciertas cláusulas 
que considera abusivas y no podrán se incorporadas en el contrato. La eficacia de este listado no esta 
exenta de discusiones doctrinales. 
 
QUINTA. La consecuencia de incorporar en un contrato una cláusula que sea abusiva por declaración 
judicial o por incurrir en el listado previsto por el Legislador es la nulidad de la cláusula abusiva. Esta 
nulidad consideramos que comportará que el contrato reste incompleto siempre que pueda pervivir el 
contrato con dicho vacío. 
 
SEXTA. Consideramos imprescindible remarcar y reivindicar la importancia de la actividad de los 
registradores y notarios en el control de las cláusulas abusivas en los contratos que deban escriturarse e 
inscribirse en registros públicos, dado que, como hemos explicado en este trabajo y defienden numerosos 
autores, la vía judicial no garantiza a los ciudadanos la no vinculación por dichas cláusulas exigida por la 
norma comunitaria.  
 
SÉPTIMA. Entre las cláusulas incorporadas en los contratos de préstamos hipotecarios hemos podido 
observar que es habitual la inclusión de cláusulas abusivas.  
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Entre las cláusulas analizadas podemos afirmar que el Legislador ha incorporado en la lista negra las 
cláusulas de fijación de los intereses o modificación de ellos unilateralmente por la entidad financiera, de 
redondeo al alza.  
También nuestros tribunales han considerado abusivas las cláusulas de intereses moratorios de más de 
tres veces (o dos veces y media) el interés remuneratorio o el interés legal, la cláusula suelo, la de  
vencimiento anticipado por impagos o incumplimientos no sustanciales (de una cuota, de la prima del 
seguro, la denegación de la inscripción de la hipoteca o por muerte o insolvencia del deudor), el devengo 
de los intereses remuneratorios por las cuotas pendientes en caso de vencimiento anticipado de la deuda, 
la cláusula de variación del tipo de interés en una amortización anticipada, la cláusula de vinculación del 
porvenir el contrato a todo su clausulado (aunque también debería ser declarada nula por las disposiciones 
generales del derecho), la cláusula de liquidación unilateral de la deuda impagada ante falta de acuerdo (si 
generare indefensión), la cláusula de garantía de todas las costas procesales. 
 
OCTAVA. Por el contrario, los tribunales han considerado no abusivas y sometidas al régimen de 
incorporación previsto en la LCGC la cláusula de compensación de deudas con depósitos en la misma 
entidad. 
 
NOVENA. Restaría un tercer grupo que serian las cláusulas nulas por el régimen general como son la 
cláusula de cómputo de los intereses anuales y luego dividirlo por mensualidades, las cláusulas que 
limitan el uso o disposición del inmueble hipotecado, la cláusula de vencimiento anticipado por 
incumplimiento genérico por el deudor.  
 
DÉCIMA. Por último, resta dudas en algunas sobre su abusividad como son la vinculación del préstamo a 
la contratación de un seguro de daños o por amortización anticipada, la cláusula de cómputo distinto entre 
los días del año para la cuantificación de los intereses y para su devengo, la cláusula de anatocismo 
(aunque defendemos que debería regirse su inclusión como régimen mínimo por la LCGC). 
 
UNDÉCIMA. Sobre el caso Aziz debemos mencionar que sus efectos han sido sobredimensionados 
esgrimiéndose como excusa para realizar una modificación de la legislación hipotecaria que solvente la 
situación injusta e insostenible en la que se encuentran numerosos ciudadanos que no son amparados por 
nuestro ordenamiento. 
Hemos podido observar en este trabajo como el estudio de dicha sentencia podía incorporarse en los 
primeros dos capítulos, aunque requiriendo, por su novedad e importancia, un análisis pormenorizado de 
sus efectos y sus posibles consecuencias. 
En nuestra opinión, el Legislador no ha afrontado el problema social sino que ha realizando solo las 
modificaciones mínimas exigidas por el Alto Tribunal Comunitario que en nuestra opinión resultan 
insuficientes. 
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CONCLUSIÓN FINAL. La práctica y el tiempo son quienes nos establecerán si estamos en lo cierto o 
nuestro planteamiento ha sido erróneo.  
 
Por exigencias formalistas y de corrección en este trabajo no se puede ir incorporando todos los cambios, 
opiniones ni sentencias que se van sucediendo constantemente sobre el tema. 
 
Este trabajo ha sido finalizado el domingo, 9 de junio de 2013. 
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Anexo 
En la siguiente tabla se recogen las cláusulas analizadas en el capítulo segundo de este trabajo y su 
posible inclusión, en nuestra opinión, en la lista negra recogida en los artículos 85 a 91 del TRLGDCU. 
Las que consideramos no incluidas en ellos nos remitiremos al artículo 82 del TRLGDCU donde se 
encuentra la definición general de cláusula abusiva. Podemos observar la concurrencia de cláusulas 
contrarias a derecho que también nombraremos. 
 
Cláusula Articulo del TRLGDCU 
Cláusula de intereses variables Per se no es abusiva 
Cláusula que prevé la variación del tipo de interés en función del 
tipo referencial de otra entidad de mismo grupo 
Artículos 82 y 85 del TRLGDCU 
(Cláusula) práctica de sustitución del tipo de interés en caso de 
absorción de la entidad bancaria acreedora 
Artículos 82 y 85.3 y 85.4 del 
TRLGDCU 
Cláusula en la que la identificación del tipo referencial a aplicar 
es imprecisa. 
• Si la entidad aplica el tipo más elevado 
Per se no es abusiva, esta cláusula 
seria contraria a derecho pero no 
consideramos que sea una cláusula 
abusiva.  
Cláusula suelo Artículo 82 del TRLGDCU 
Cláusula de intereses remuneratorios y moratorios  Per se no son abusivas; sí si 
concurren en los … 
Intereses remuneratorios abusivos … artículo 82 del TRLGDCU o LU 
Intereses moratorios abusivos … artículo 82 y 88.1 del TRLGDCU 
Cláusula de compensación de deudas con los depósitos del 
deudor en la misma entidad acreedora 
Artículo 82 y 88.1 del TRLGDCU 
Cláusula que vincula el préstamo con la contratación y 
mantenimiento de un seguro de daños o de amortización 
Artículo 82 y 89.4 del TRLGDCU 
Cláusula de redondeo al alza Está prevista en el artículo 87.5 del 
TRLGDCU  
Cláusula de cálculo de interés anual y posterior división en 
mensualidades o días  
Contraria al articulo 60 del Código de 
Comercio 
Cláusula de anatocismo Artículo 82 del TRLGDCU 
Cláusulas que restringen al hipotecado su facultad de uso del 
inmueble para actividades lícitas e inocuas o de prohibición 
de enajenación  
Artículo 82, 86.7 y 88.1 del 
TRLGDCU y es contrarias a la causa 
del Derecho de Hipoteca 
Cláusula de vencimiento anticipado Per se no abusiva 
(por incumplimiento de obligaciones del deudor)  
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…Por incumplimiento (genérico) Artículo 82 y 85 del TRLGDCU 
…Por impago de una de las cuotas Artículo 82 del TRLGDCU 
…Por impago de una prima de seguro Artículo 82 y 88.1 del TRLGDCU 
… por denegación de la inscripción de la escritura pública de 
constitución de la hipoteca 
Artículos 1125 y 1127 del CC 
… por muerte del deudor Artículo 82 del TRLGDCU 
… por embargo de bienes del deudor o su insolvencia Artículos 82, 85 y 87 del TRLGDCU; 
por contraria al artículo 1129 del CC  
…por arrendar la finca o cualquier otra forma de disposición del 
uso de la finca 
Artículo 82, 86.7 y 88.1 del 
TRLGDCU y es contrarias a la causa 
del Derecho de Hipoteca. 
… por voluntad del deudor (consumidor) No es abusiva por ser a favor del 
consumidor 
Cláusula de devengo de los intereses remuneratorios de todas 
las cuotas pendientes ante un vencimiento anticipado 
Contraria a Derecho; aunque cierta 
jurisprudencia menor la ha entendido 
como una cláusula penal sometida al 
artículo 82 del TRLGDCU. 
Cláusula de variación del tipo de interés en una amortización 
anticipada 
Sometida al artículo 82 del 
TRLGDCU (y en el caso de preverse 
para una amortización parcial al 
artículo 85 del TRLGDCU) 
Cláusula de vinculación del porvenir del contrato a todo su 
clausulado 
Artículo 83 del TRLGDCU  
Cláusula de liquidación unilateral de la deuda impagada ante 
falta de acuerdo 
Artículo 82 del TRLGDCU 
Cláusula de garantía de las constas procesales Artículo 82 y 86.7 del TRLGDCU 
 
